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I. Objetivismo moral y razonamiento  
práctico en el ejercicio de la abogacía

En los capítulos previos se exploró cómo, a pesar de los avan-
ces civilizatorios que han reducido ciertas formas de violencia 
y han hecho visibles atrocidades antes normalizadas, persiste 
hoy una sensación de crisis moral y desencanto. Se describió un 
mundo en el que la técnica y el conocimiento se han perfeccio-
nado, pero la vida colectiva se experimenta como fragmentada e 
individualista. También se mostró cómo, en el ámbito jurídico, 
esta desconexión se traduce en una práctica profesional cada vez 
más instrumental, ajena a consideraciones de justicia sustantiva, 
causando, a su vez, el progresivo desmantelamiento del modelo 
democrático constitucional. 

Y es que, en efecto, como escribe Ferrajoli: “La historia de la 
modernidad jurídica y política es en gran parte una historia del 
constitucionalismo”,1 un proyecto que, en su origen, pretendía 
anclar la vida social en principios de justicia y limitar el poder 
mediante normas fundamentales. Sin embargo, hoy ese proyecto 
enfrenta un profundo cuestionamiento sobre su capacidad real 
para cumplir dicha promesa, ya que las estructuras constitucio-
nales, lejos de garantizar plenamente los derechos y libertades 
que proclaman, han ido perdiendo su fuerza normativa al verse 

1	 Ferrajoli, Luigi, Por una Constitución de la Tierra. La humanidad en la encru-
cijada, cit., p. 16.
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desviadas de su propósito original por la perversa alianza produ-
cida entre liberalismo económico y populismos.2

Así, la moralidad parece haberse replegado y la abogacía  
—como práctica cuyo monopolio se justifica precisamente por 
su potencial para encauzar y sostener la deliberación moral en 
democracia—,3 se configura cada vez más como una competencia 
de destrezas orientada a maximizar intereses privados. La prác-
tica forense, de esa manera, deja de desarrollarse dentro de un 
espacio público orientado por ciertos fines para insertarse en un 
mercado donde prima la astucia estratégica sobre la corrección, 
perdiendo su legitimidad como institución promotora de justicia.

Ahora bien, conforme al anterior capítulo, este desplaza-
miento es en gran medida resultado de un gremio de abogados 
fragmentado y carente de organización. A ello se suma la triviali-
zación del litigio, reducido, en muchos casos, a una herramienta 
de gestión para resolver conflictos más desde su rentabilidad me-
diática que a partir de su potencial transformador. De este modo, 
la abogacía se ve desprovista de su potencial político y moral.

En este marco, resulta inevitable volver a traer a la ecuación 
el cuestionamiento respecto a si el progreso técnico-científico 
constituye, en sí mismo, un avance moral “para proceder a su 
idealización, o nos permita sostener la creencia de que habrá una 
mejora continuada de la condición humana”.4 La experiencia his-
tórica muestra que, aunque la ciencia ha cambiado radicalmente 
nuestra capacidad de conocer y dominar el mundo, no ofrece res-
puestas sobre aquello que debemos hacer con ese conocimiento.

Sobre esta desconexión entre saber y sentido, se escribió 
hace ya varias décadas:

el cientificismo contemporáneo, al olvidarse de la dimensión per-
sonal del conocimiento, conduce a una deshumanización del sa-
ber… Si la ciencia prescinde de todo juicio de valor, si aleja de sí 
todo interés vital e histórico, si permanece inconsciente a las actitu-

2	 Ibidem, pp. 34 y 35. 
3	 Böhmer, Martín, “Igualadores y traductores. La ética del abogado en una 

democracia constitucional”, cit., p. 16.
4	 Elias, Norbert, op. cit., p. 23.
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des y fines que le dieron origen, corre el riesgo de convertirse en un 
conocimiento desligado del hombre concreto y de su vida moral.5

Esta advertencia sigue siendo vigente hoy. La ciencia, por 
más neutral y objetiva que se proclame, no puede escapar de las 
preguntas sobre los valores que orientan su uso. Cuando el co-
nocimiento se divorcia de su dimensión moral, se convierte en 
un vil artefacto sin anclaje humano, incapaz de responder a las 
necesidades y aspiraciones de quienes lo producen y de quienes 
lo padecen. En el fondo, el progreso técnico-científico corre el 
riesgo de profundizar la fragmentación social, al transformar me-
dios en fines y reducir la vida colectiva a un metódico cálculo 
eficientista.

Esta crítica, formulada desde la filosofía de la ciencia, en-
cuentra su equivalente en el campo jurídico, pues el Derecho, 
cuando se reduce a un sistema de normas, procedimientos y doc-
trinas, sufre la misma crisis de fundamentación y, con él, sus ope-
radores terminan ejerciendo su práctica a manera de autómatas. 
Se ha insistido en que la interconexión entre Derecho y moral es 
insoslayable, pues la interpretación de las normas jurídicas no 
puede comprenderse ni aplicarse correctamente si se aísla de las 
razones que les dan justificación y propósito,6 pero este vínculo 
tiende a diluirse en la práctica profesional cotidiana, donde las 
consideraciones morales quedan atrapadas entre la inercia de los 
procedimientos formales y las exigencias de un sistema que pri-
vilegia resultados.

En este punto resulta especialmente relevante considerar el 
caso de la abogacía. Aunque la visión del abogado se diferencie 
bastante de los demás operadores jurídicos, en el entendido de 
que “su aproximación al Derecho es, cabe decir, de carácter esen-
cialmente estratégico: el Derecho viene a ser para ellos algo así 
como las reglas de un juego que han de saber utilizar con habi-
lidad para poder servir a los intereses de sus clientes”;7 esto no 

5	 Villoro, Luis, Creer, saber, conocer, Distrito Federal - Buenos Aires - Madrid, 
Siglo XXI, 1982, p. 295.

6	 Dworkin, Ronald, Law’s Empire, Cambridge, MA, Harvard University 
Press, 1986, p. 90.

7	 Atienza, Manuel, El sentido del Derecho, Barcelona, Ariel, 2001, p. 37.
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significa que tal dimensión agote sus labores. Por el contrario, 
incluso en su faceta más instrumental, la abogacía sigue anclada 
en decisiones valorativas que la trascienden, pues cada interpre-
tación y argumentación presuponen una concepción moral, aun-
que, no siempre se hace explícita.

Habrá que tener en cuenta que “la acción estratégica supone 
la presencia del otro, es decir, supone reconocimiento”,8 y este 
reconocimiento, desde una concepción postpositivista del dere-
cho, siempre debería implicar una valoración anclada a presu-
puestos sustantivos. Así, incluso la práctica más técnica y calcu-
lada en el ejercicio de la abogacía, que intente encubrirse bajo la 
apariencia de neutralidad estratégica, inevitablemente incorpora 
y se fundamenta en principios morales.

El tema aquí es qué tipo de presupuestos sustantivos subya-
cen a la práctica que deben desplegar los abogados para funda-
mentar éticamente su praxis y dotarla de un contenido normati-
vo. Y es que cualquier dimensión normativa no se sostiene en el 
vacío, sino que depende de una postura metaética previamente 
adoptada; es decir, de la concepción que tengamos sobre la natu-
raleza de los valores, su validez y la posibilidad de fundamentar-
los racionalmente. 

No se trata de convencer a tales operadores de postular que 
los principios morales son racionalmente incuestionables e in-
violables (absolutismo),9 ni tampoco de asumir ingenuamen-
te que la técnica jurídica puede operar al margen de cualquier 
consideración valorativa (escepticismo o no-cognitivismo), sino 
de demostrar que toda decisión jurídica incorpora una preten-
sión de corrección objetiva que debe ser reconocida y evalua-
da. Comprender tales supuestos es fundamental para ejercer una 
abogacía que sea capaz de analizar críticamente sus objetivos y 
sea consciente de su responsabilidad en la construcción y repro-
ducción del orden jurídico y social.

8	 Atria, Fernando, La forma del Derecho, cit., p. 369.
9	 El fanatismo, refiere Vázquez al estudiar a Oz, “hace su aparición cuando se adop-

ta una actitud de superioridad moral, de conformidad y uniformidad” […] “Su 
esencia reside en el deseo de obligar a los demás a cambiar”. Vázquez, Rodolfo, 
No echar de menos a Dios. Itinerario de un agnóstico, Madrid, Trotta, 2021, p. 47.

| 104 

Moralidad para abogados en tiempos inmorales



La dificultad radica en que, cuando estas consideraciones va-
lorativas y sus supuestos metaéticos no se hacen conscientes, la 
abogacía suele operar bajo un conjunto de creencias implícitas y 
no examinadas filosóficamente que terminan por desorientar la 
práctica profesional, conduciéndola a la deriva y normalizando la 
incongruencia e indeterminación.

Cuando el entendimiento irrestricto del Derecho fomenta 
el intercambio acrítico de principios, nos encontramos ante una 
especie de positivismo ideológico que asume que la moral del 
abogado se reduce a cumplir con las normas (¡a veces incluyendo 
incluso las de los códigos deontológicos!), es decir, una “filosofía 
espontánea del abogado”,10 como la llama Atienza, que deja ex-
puesto a quien ejerce esta profesión a la instrumentalización por 
intereses particulares y reduce su trabajo simplemente a creer 
que la no transgresión de reglas basta y sobra para legitimar cual-
quiera de sus actuaciones.

La estrechez de esta dilatada perspectiva en el ejercicio de la 
abogacía que evita adentrarse en disquisiciones de carácter pro-
piamente moral, constituye una postura cómoda pero profunda-
mente estéril, pues intentan desentender al Derecho de ciertos 
supuestos filosóficos, privándolo de su potencial como espacio 
de reflexión crítica y como ámbito para proyectar un horizon-
te común que no se limite a describir lo que es bueno o malo 
en una sociedad, sino que reflexiona sobre lo que debe ser. Y es 
que, como ya se ha mencionado, la orientación del Derecho no 
depende únicamente de la sensibilidad individual o del contexto 
sociopolítico; está profundamente vinculada con la concepción 
que se tenga sobre la naturaleza de los valores, su validez y la 
posibilidad de fundamentarlos racionalmente, pues cabe reiterar 
que todo ejercicio del Derecho, en consecuencia, está inevitable-
mente atravesado por compromisos morales, sean estos explíci-
tos o implícitos.

Desde esas premisas, el objetivismo moral, interpretado 
como una forma de constructivismo metaético con una serie de 
precondiciones tanto sustantivas como procedimentales, resulta 

10	 Atienza, Manuel, Filosofía del Derecho y transformación social, Madrid, Tro-
tta, 2017, p. 254.

105 | 

Filosofía y educación



indispensable para que la práctica jurídica tenga sentido por la 
posibilidad de dar razones mejor fundadas que cualquier persona 
razonable aceptaría en condiciones ideales de imparcialidad.11 

Si profundizamos en estos conceptos, advertimos que el obje-
tivismo parte de la idea de que aquello que consideramos correc-
to no se reduce a un simple interés individual o subjetivo, sino 
que aspira a un plano de validez intersubjetiva; que trasciende 
nuestras preferencias personales y busca razones que cualquie-
ra podría aceptar, aunque siempre reconociendo que podemos 
estar equivocados y, por tanto, nuestras convicciones deben per-
manecer abiertas a revisión.

Por su parte, el constructivismo metaético plantea que los prin-
cipios morales no deben entenderse como entidades independien-
tes, antes bien, adquieren su validez a través de procedimientos de 
justificación racional en los que las personas deliberan sobre lo que 
consideran correcto o conveniente. Esta perspectiva —en la línea de 
Nino— claramente no ofrece un acceso infalible a la verdad moral, 
pero amplía nuestras posibilidades de arribar a juicios morales me-
jor fundamentados y aceptables desde un punto de vista razonable.

Ahora bien, para que este constructivismo sea posible, se re-
quiere que los participantes en el discurso moral posean ciertas 
características compartidas. Esta posibilidad se funda en la idea 
de la dignidad humana como condición de posibilidad de la co-
munidad moral, pues, como señala Atienza12 y desarrolla Lucas 
Misseri,13 solo es posible justificar racionalmente principios mo-
rales si reconocemos a cada persona como un sujeto digno, es 
decir, como alguien que merece igual consideración y respeto en 
tanto ser valorador. Sin este reconocimiento, carecería de sen-
tido cualquier pretensión de objetividad en los juicios morales.

11	 “La moral es posible solo para seres capaces de verse a sí mismos como in-
dividuos entre otros más o menos similares en aspectos generales: capaces, 
en otras palabras, de verse a sí mismos como los ven los demás”. Nagel, 
Thomas, op. cit., pp. 132 y 133.

12	 Atienza, Manuel, Sobre la dignidad humana, Madrid, Trotta, 2022.
13	 Véase Misseri, Lucas E., “Manuel Atienza y el laberinto de su objetivismo 

moral mínimo: constructivismo metaético y dignidad humana”, Doxa. Cua-
dernos de Filosofía del Derecho, vol. 46, 2023.
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Para finalizar, en este esquema, la argumentación funciona 
como un presupuesto procedimental indispensable que, aunque 
limitado por la condición humana, permite someter a examen 
crítico las razones que se ofrecen en favor de determinadas deci-
siones morales; es mediante este procedimiento que intentamos, 
tanto individual como colectivamente, justificar aquello que con-
sideramos correcto o conveniente. Así, la argumentación no es 
un mero instrumento técnico de persuasión, sino que constituye 
la manifestación práctica de un compromiso con la racionalidad 
y la dignidad compartida.

Precisamente escribe Misseri para responder a la pregunta 
de ¿por qué deberíamos pertenecer a una comunidad moral? O 
incluso, ¿por qué deberíamos justificar moralmente nuestras ac-
ciones e instituciones?:

hasta que haya un cambio considerable en la especie humana, es 
un hecho que tendemos a buscar en otros seres humanos modos de 
realizarnos a nosotros mismos, de aumentar nuestra capacidad de 
acción y de sentido (o valoración). Por tanto, en tanto que nos ne-
cesitamos mutuamente, necesitamos modos de gestionar la conflic-
tividad que surge ante deseos que se solapan sobre bienes escasos, 
ya sean materiales o inmateriales.14

Desde esta perspectiva, no resulta difícil advertir que la prác-
tica jurídica forma parte de esos modos de gestionar nuestra con-
flictividad, y que su sentido depende de reconocer la interdepen-
dencia y la dignidad de los otros como condición de posibilidad 
de cualquier justificación práctica. Por lo tanto, la “acción estra-
tégica” de un abogado no puede ser desprovista de su contenido 
moral, ya que está intrínsecamente ligada a la búsqueda de lo que 
es correcto y justo entre personas. Y, como señala Luban,15 la 
justificación última de las labores de los abogados descansa en la 
defensa de la dignidad humana que, lejos de ser una propiedad 
metafísica o abstracta, se manifiesta en la relación con sus clien-

14	 Ibidem, p. 317.
15	 Luban, David, “Lawyers as Upholders of Human Dignity (When They 

Aren’t Busy Assaulting It)”, University of Illinois Law Review, 2005, vol. 3, 
pp. 815-845.

107 | 

Filosofía y educación



tes, en el reconocimiento de estos últimos como sujetos con una 
historia propia que merece ser escuchada y respetada. Negar este 
aspecto moral equivale reducir a los clientes a un medio para la 
victoria o la ganancia, y con ello humillar su condición de perso-
na.

Esta concepción implica una predilección por el reconoci-
miento integral del otro, antes que focalizarse exclusivamente 
en su autonomía, pues el honrar la dignidad humana de alguien 
significa honrar su “ser”, sus percepciones, sus pasiones y su-
frimientos, sus relaciones, y, sobre todo, sus compromisos más 
profundos, no solo su voluntad.16 Porque el abogado, al entender 
la dignidad humana como una propiedad relacional, debe ir más 
allá de simplemente permitir las elecciones autónomas de sus 
clientes.

Siguiendo ese orden de ideas, cabe reiterar que los juicios 
éticos, incluso los relativos a la conducta profesional, pretenden 
valer objetivamente y no como meras preferencias subjetivas. El 
verdadero problema del paternalismo de los abogados no es solo 
que interfieran con las elecciones autónomas de sus clientes, sino 
que, al atropellar los compromisos que dan sentido a su vida, les 
arrebatan aquello que les confiere dignidad.17 Es crucial adoptar 
un objetivismo que, siendo falibilista y no dogmático,18 habilite 
la revisión de los principios morales, como condición para confi-
gurar un modelo de profesionista consciente de los alcances y los 
límites de sus labores. 

La predilección por un abogado que lleve a cabo razonamien-
tos objetivos de carácter moral para dilucidar entre las alternati-
vas que se le plantean en su ejercicio, que está alerta “de que se 

16	 Ibidem, p. 826.
17	 Ibidem, pp. 826 y 827.
18	 “Atienza aclara que los valores éticos y los principios de la moral no son 

absolutos, sino que se trata de valores y principios prima facie, que pueden 
modularse a tenor de las exigencias y circunstancias del caso sin que, nun-
ca afecten a lo que es el núcleo de la ética”. Pérez Luño, Antonio, “Manuel 
Atienza: Su concepción innovadora de la ética profesional de los juristas”, 
en Elías Díaz y Francisco Laporta (dirs.), Leer a Manuel Atienza, Madrid, 
Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2024, p. 488.
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pueden cometer acciones gravemente inmorales sin infringir el 
Derecho o, mejor dicho, haciendo uso del mismo”, encuentra asi-
dero en que no se puede alegar que limitarse a defender los inte-
reses de su cliente “es parte de su rol profesional en un contexto 
institucional en el que otros cumplen la función de defender los 
intereses de la otra parte desde una posición de imparcialidad e 
independencia”.19

La dimensión moral de la abogacía no es un añadido orna-
mental o un lujo filosófico es, ante todo, una condición para cum-
plir su función de contribuir a una transformación social orien-
tada por la justicia.20 Sin ella, la práctica forense se torna incapaz 
de honrar la dignidad humana de quienes representa. Además, es 
importante subrayar que toda práctica jurídica se fundamenta en 
ideas morales, como la convicción de que toda persona merece 
ser escuchada y defendida, sin importar su historia o sus actos. 
Este respeto incondicional a la dignidad humana se opone fron-
talmente a concepciones como la del derecho penal del enemigo, 
que sostienen que ciertos individuos, por sus crímenes, pueden 
perder sus derechos fundamentales. La noción de dignidad, por 
el contrario, implica que incluso quien ha cometido los delitos 
más atroces conserva su calidad de persona y, con ello, su digni-
dad intrínseca.

Para que la ética profesional de los abogados no se reduzca al 
simple acatamiento de normas, es indispensable superar la con-
cepción del Derecho como un fenómeno exclusivamente autori-
tativo. Por ello, sin caer en posturas alarmistas o extremas, se ha 

19	 Atienza, Manuel, Filosofía del Derecho y transformación social, cit., pp. 272 
y 273.

20	 Es pertinente traer hacia el campo de la abogacía la conocida frase de Marx 
sobre Feuerbach en relación a que los filósofos se han limitado a interpretar 
el mundo de distintos modos; cuando de lo que se trata es de transformar-
lo… Después de repasar diferentes amenazas que apuntan hacia el diagnós-
tico de que la filosofía del Derecho no goza de muy buena salud (como “el 
colonialismo” o “la enorme dispersión temática que se ha producido en los 
últimos tiempos”), Atienza piensa que, en línea con Marx, la interpretación 
como la transformación tienen que ir unidas pues, “pretender transformar 
sin haber entendido es un disparate”. Véase Garza Onofre, Juan Jesús, “Fi-
losofía del derecho y transformación social. Entrevista a Manuel Atienza”, 
Nexos, 4 de diciembre de 2017.
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propuesto la noción de “profesión de riesgo moral”21 para com-
prender una actividad que, si bien reconoce su carácter parcial, 
busca poner límites a esa parcialidad mediante la justificación ra-
cional de sus decisiones.22

La invitación final respecto a la ética de los abogados se pue-
de resumir en la necesidad de reflexionar y aprender desde la fi-
losofía moral para concretizar los fines que persigue el Derecho, 
una tarea nada sencilla, acaso imposible en un sinfín de ocasio-
nes, pero que se adaptada a las necesidades de los Estados cons-
titucionales contemporáneos.23 

Ahora bien, la necesidad de recuperar un fundamento mo-
ral objetivo para la práctica jurídica no responde únicamente a 
una inquietud teórica propia de la iusfilosófica; representa una 
condición imprescindible para restituir al Derecho su capacidad 
orientadora y su legitimidad en los contextos actuales. De ahí 
que, una vez comprendido esto, convenga examinar cómo dicha 
fundamentación se traduce en acción es decir, cómo puede arti-
cularse un modelo de praxis jurídica que contribuya activamente 
a la transformación de la realidad en la dirección de “un tipo de 
organización social con pocas desigualdades entre la gente, don-

21	 Ibidem.
22	 En un libro de próxima aparición, trato de dar una vuelta de tuerca a la 

noción de riesgo moral para trasladarla al concepto de peligro moral en 
la ética de los abogados (pues como bien señala Ferrajoli: “El lenguaje ju-
rídico, no se olvide, cumple siempre un rol fuertemente performativo del 
sentido común”. Ferrajoli, Luigi, Por una Constitución de la Tierra. La huma-
nidad en la encrucijada, cit., p. 16). Cabe resaltar que dicho planteamiento 
se desarrolla en un artículo titulado “A vueltas con la ética de los abogados: 
Del riesgo moral al peligro moral. Comentario a ‘’Ética de las profesiones 
jurídicas’’, capítulo IX del libro Derecho y transformación social de Ma-
nuel Atienza”, que formará parte de una colección conmemorativa que se 
encuentra publicando la editorial peruana Palestra dedicada a la obra y 
trayectoria del profesor de la Universidad de Alicante. Hago este desplaza-
miento conceptual porque considero que, en el contexto actual, los dilemas 
éticos de la abogacía han dejado de ser meros riesgos potenciales para con-
vertirse en peligros estructurales que amenazan la legitimidad misma de la 
profesión. En el presente apartado retomo algunas de las ideas plasmadas 
en tal trabajo.

23	 Buzón, Rafael, “Introducción a la filosofía del Derecho de Manuel Atienza”, 
Doxa. Cuadernos de Filosofía del Derecho, vol. 46, 2023, p. 124.
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de las relaciones entre los individuos no estén dominadas (ins-
trumentalizadas) por la lógica del mercado, y en la que la libertad 
no consista simplemente en disponer de un espacio protegido 
de las interferencias de los demás, incluido el Estado, sino en la 
capacidad de autodeterminarse, de construir un proyecto de vida 
y poder llevarlo adelante”.24

En este punto, el razonamiento práctico adquiere un lugar 
central, pues más que limitarse a seleccionar medios eficientes 
para resolver conflictos, exige la examinación crítica de los fines 
que guían la acción, evaluando su legitimidad a la luz de principios 
compartidos. Porque la razón práctica se ocupa, precisamente, de 
determinar cómo debemos actuar para acercar la realidad a un ho-
rizonte normativo justo, orientando nuestras decisiones conforme 
a un deber ser que surge del ejercicio de la deliberación racional 
entre personas que se reconocen recíprocamente como iguales.

Este enfoque resulta especialmente relevante en el marco de 
los Estados constitucionales, donde las constituciones además de 
organizar el poder, “empiezan a establecer, como componentes 
intrínsecos a ellas, catálogos de derechos con contenido valora-
tivo que vinculan así, “constitucionalmente’, formal y material-
mente al poder”.25 En este contexto, el razonamiento práctico 
permite comprender que dicha proclama de principios y reco-
nocimiento de derechos no son simples declaraciones abstractas, 
sino criterios sustantivos que orientan y condicionan la validez 
de las normas inferiores del ordenamiento jurídico. Así, los dere-
chos fundamentales se entienden como razones normativas que 
estructuran el sistema jurídico desde dentro, funcionando como 
puntos de referencia obligatorios en la justificación de decisio-
nes públicas. La Constitución, entonces, se convierte en una guía 
práctica de orientación racional, que exige que toda interpreta-
ción y aplicación del Derecho se haga a la luz de un compromiso 
con la justicia, la igualdad y la dignidad humana.

24	 Buzón, Rafael y Garza Onofre, Juan Jesús, La Escuela de Alicante de filosofía 
del Derecho. Argumentación jurídica y postpositivismo, Ciudad de México, 
Tirant lo Blanch, 2022, p. 68.

25	 Cevallos Cedeño, Danny José, La institución del amparo en el Estado consti-
tucional de Derecho. Una revisión desde la teoría argumentativa del Derecho, 
Ciudad de México, Tirant lo Blanch, 2025, p. 58.
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Por ello, fortalecer el razonamiento práctico dentro del cam-
po jurídico requiere asumir que todos los operadores son res-
ponsables de orientar sus decisiones conforme a los fines que 
legitiman el Derecho, involucrándose críticamente en la tarea 
de interpretar, argumentar y tomar decisiones que modelan un 
Estado constitucional. Tal como lo advierte Victoria Roca: “La 
fidelidad al Derecho del paradigma constitucional exige que los 
profesionistas tomen conciencia de que son –siempre– agentes 
prácticos –i.e. su actuar estará siempre axiológicamente compro-
metido– responsables de la realización de los valores del consti-
tucionalismo, de los derechos”.26

De ahí que el abogado no deba limitarse a actuar como un 
simple ejecutor de normas; su papel exige una actitud crítica, 
racional y axiológicamente comprometida, capaz de cuestio-
nar interpretaciones dominantes y deliberar sobre los fines que 
orientan su intervención en el campo jurídico. Esta concepción 
supera el modelo tradicional que restringe su función a la defen-
sa técnica de intereses, al ubicar su labor dentro de un marco éti-
co-político más amplio, en el que cada decisión jurídica incide en 
la realización o el vaciamiento de los valores constitucionales.27

Desde esta perspectiva, y en relación con el apartado ante-
rior, el abogado que impulsa un litigio estratégico no puede re-
fugiarse en la lógica del caso como si su actuación estuviera al 
margen de un modelo de Estado. Cuando el litigio se ejerce sin 
reflexión ética, sin diálogo con los sujetos implicados o guiado 
solo por una agenda institucional, se diluye su responsabilidad 
como agente comprometido con la transformación de las condi-

26	 Roca, Victoria, op. cit., p. 393.
27	 “El debido desempeño de tal responsabilidad, su intrínseca conexión con 

la función pública –con la realización de la Justicia a través del Derecho– 
tanto a escala de la organización social (su contribución al diseño y desa-
rrollo de la normativa jurídica adecuada, en garantía de derechos y para el 
logro de fines sociales, etc.), como a escala concreta (o de ponderación, a 
la luz del Derecho, de los intereses en tensión), exige un profundo cono-
cimiento de la realidad fáctica (a mayor escala, i.e. de las circunstancias o 
características de un determinado ámbito socio-político, socio-económico; 
y a menor escala: de las circunstancias del caso concreto, aunque, tam-
bién, su –inevitable– dimensión social) y de los condicionantes deónticos 
y axiológicos del paradigma constitucionalista”. Ibidem.
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ciones que impiden el fortalecimiento del orden constitucional. 
Lo cual implica que el razonamiento práctico no debe concebirse 
como una simple herramienta metodológica para resolver casos, 
sino como una forma de deliberación orientada por valores.

En este sentido, el ejercicio de la abogacía nunca es neutral 
ni aséptico, ya que todo operador participa activamente en un 
proceso permanente de responsabilidad institucional, de modo 
que, siguiendo a Pérez Luño, la deontología de los abogados (es-
pecialmente en su función de lidiar con riesgos morales) se debe 
enfocar sub specie constitutionis,28 es decir, anclándose de manera 
más explícita en el texto y el espíritu de la Constitución, utili-
zando sus valores y derechos fundamentales como guía y límite 
supremo de sus actuaciones.

La práctica del Derecho, en tanto que práctica institucional 
autorizada para representar, interpretar y defender los derechos 
de las personas, solo puede legitimarse si mantiene una incondi-
cional fidelidad a la inacabable lucha por acercarse al doble ideal 
de la democracia y del constitucionalismo.29 Esta exigencia cons-
tituye el punto de partida para reconocer que todo jurista —y, 
de manera particularmente visible, quien ejerce la abogacía— in-
terviene en un escenario marcado por tensiones estructurales 
entre facticidad y normatividad, entre la legalidad formal de las 
normas y su legitimidad sustantiva; significa, en palabras más 
simples, que el reconocimiento y la garantía de los derechos no 
deben quedarse en el texto, sino que deben convertirse en una 
práctica que conforme la realidad social.

Pero el desafío de construir una práctica jurídica orientada 
por la justicia no se resuelve únicamente con reformas institucio-
nales ni con el diseño de nuevas reglas formales. Requiere, sobre 
todo, de una transformación en la autocomprensión del jurista, 
de su disposición a ejercer una función pública guiada por prin-
cipios y no solo por procedimientos. Esta tarea se vuelve aún más 
urgente cuando el modelo democrático constitucional atraviesa 
una crisis profunda, o incluso se ha roto, y las instituciones que 

28	 Pérez Luño, Antonio Enrique, op. cit., p. 490.
29	 Véase Böhmer, Martín, “Igualadores y traductores. La ética del abogado en 

una democracia constitucional”, cit., p. 25.
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deberían garantizar los derechos se ven capturadas, deslegitima-
das o vaciadas de contenido normativo. 

Así, en sociedades marcadas por la desigualdad, no es casual 
que se haya venido cuestionando el rol social de quienes ejercen 
la abogacía “criticando tanto su desentendimiento moral como su 
falta de arraigo en la realidad donde se insertan, muchos de los re-
proches contra estos actores se focalizan en las escasas posibilida-
des que encierran sus actividades profesionales en la generación 
de cambios favorables para su comunidad”.30 Esta desafección 
además de reflejar una crisis de confianza, pone en evidencia la 
necesidad de repensar la función pública de quienes ejercen la 
abogacía en contextos donde el Derecho, lejos de operar como 
garantía de justicia, reproduce estructuras de exclusión y poder. 

La brecha entre los valores proclamados en los textos consti-
tucionales (idealidad) y su cumplimiento efectivo en la vida so-
cial genera una enorme responsabilidad ética para quienes ope-
ran el Derecho. Cuanto mayor es esa distancia, más apremiante 
se vuelve el ejercicio de una reflexión teórica rigurosa y un dis-
tanciamiento crítico que permita reorientar la práctica jurídica 
hacia su vocación transformadora. La “responsabilidad ética” de 
los juristas surge precisamente del reconocimiento de esa diso-
nancia entre lo que el Derecho promete y lo que efectivamen-
te garantiza. Y en contextos de regresión democrática o captura 
institucional, dicha responsabilidad no se debilita: se intensifica.

La solución reside en hacer conscientes estas consideracio-
nes, reconociendo la necesidad y la posibilidad de la ética en el 
ejercicio profesional. Y, para lograrlo, es necesario transitar por 
ciertas formas institucionalizadas de orientación moral, como los 
códigos deontológicos y los decálogos profesionales; entendidos 
como una de las cristalizaciones posibles de principios que de-
ben funcionar como referencias dentro de un horizonte norma-
tivo más amplio, en el que la responsabilidad, la deliberación y 
la dignidad humana ocupen un lugar central. En este proceso, la 
Constitución debe asumirse como norma suprema y fundamento 

30	 Garza Onofre, Juan Jesús, “El ejercicio de la abogacía en la consolidación 
del Estado democrático de derecho: algunas reflexiones y dos ejemplos 
para tener en cuenta”, cit., pp. 797-823.
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ético-político desde el cual estos instrumentos adquieren senti-
do y legitimidad. Solo anclando estos referentes en los valores 
y derechos constitucionales es posible evitar que se conviertan 
en fórmulas vacías, y lograr que orienten de manera concreta las 
decisiones jurídicas en contextos marcados por la desigualdad y 
la fragilidad institucional.

Lamentablemente, esto no es tan sencillo. No basta con for-
mular normas o declararlas públicamente, también es impres-
cindible indagar por qué estas herramientas no son tomadas en 
serio por el gremio, qué factores explican su trivialización o su 
uso meramente decorativo, así como examinar las condiciones 
estructurales, pedagógicas y culturales que han impedido que ta-
les referentes se traduzcan en prácticas efectivas dentro del ejer-
cicio contemporáneo de la abogacía. 

II. Códigos y decálogos, por qué no han importado

Cuando la eficacia práctica y la legitimidad social del Derecho de-
penden, cada vez más, de la incorporación de criterios morales, se 
torna indispensable que sus operadores cultiven una disposición 
activa hacia la reflexión y la deliberación, sin la cual resulta impo-
sible interpretar y aplicar de forma adecuada las normas vigentes. 
Especialmente en el marco de los Estados constitucionales con-
temporáneos, el orden jurídico reclama no solo juristas técnica-
mente competentes, sino también éticamente responsables.

Y es que las constituciones modernas, antes que limitarse a 
exigir el cumplimiento formal de la legalidad, proponen un ideal 
normativo que exige a quienes ejercen funciones públicas, ade-
más de abstenerse de violar la ley, realizar un esfuerzo por encar-
nar los valores del constitucionalismo. Por eso, justamente, este 
modelo demanda “los mejores funcionarios o gobernantes”.31 

Ahora bien, dicha aspiración constitucional no puede quedar 
al arbitrio de la conciencia individual ni a la buena voluntad cir-
cunstancial de quienes detentan el poder. Si el constitucionalis-

31	 Vigo, Rodolfo L., “Apuntes de ética profesional: Especificidad, importancia 
y actualidad”, en Elías Díaz y Francisco Laporta (dirs.), cit., p. 503.
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mo pretende ser algo más que una arquitectura de normas y prin-
cipios se torna necesario la institucionalización de mecanismos 
intermedios capaces de traducir esa exigencia ética en orienta-
ciones concretas, operativas y comprensibles para quienes ac-
túan en ese ámbito. De lo contrario, el ideal normativo referido 
corre el riesgo de convertirse en mera retórica desconectada de 
la práctica profesional.

En este sentido, los códigos y decálogos de ética en las pro-
fesiones jurídicas juegan un papel clave por su capacidad para 
traducir el mandato de la Constitución en criterios prácticos. 
Como atinadamente se ha señalado, “el reclamo constitucional 
puede asimilarse a un reclamo sintético y concentrado de ética, 
que corresponderá luego a los respectivos Códigos de Ética su 
explicitación y desarrollo”.32 Es decir, estos instrumentos deon-
tológicos operan como manuales de conducta, pero igualmente 
como dispositivos de interpretación aplicables al ejercicio coti-
diano de funciones jurídicas.

Al hacerlo, tales instrumentos delimitan lo inadmisible y pro-
yectan un horizonte moral al cual se debe aspirar, componiendo 
una ética profesional comprometida con la justicia sustantiva, la 
responsabilidad pública y la integridad institucional. Así, lejos de 
ser un mero apéndice normativo, la ética profesional en el ámbi-
to jurídico se convierte en un puente operativo entre el deber ser 
constitucional y el quehacer legal. 

En ese cruce, la figura del abogado adquiere un papel deci-
sivo, ya que resulta el “operador jurídico que, por su naturaleza, 
más próximo se encuentra a la ciudadanía y a las inquietudes so-
ciales”,33 actuando como “primer contacto” y mediador entre las 
exigencias normativas del Derecho y las condiciones concretas 
de la vida social. De tal forma que la deontología en el ejerci-
cio de la abogacía se configura como una derivación directa de 

32	 Vigo, Rodolfo L., “Apuntes de ética profesional: Especificidad, importancia 
y actualidad”, cit., p. 503.

33	 Lloredo Alix, Luis M., “Una propuesta de redefinición de la teoría jurídica a la 
luz del movimiento de los indignados”, en José Antonio García Sáez y Raquel 
Vañó (eds.), Cómo enseñar teoría del derecho a través de documentales, José An-
tonio García Sáez y Raquel Vañó (eds.), Valencia, Tirant lo Blanch, 2014, p. 211. 
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las democracias constitucionales,34 en tanto representa la forma 
en que se materializa un pacto genuino entre quienes ejercen 
profesionalmente como abogados y el Estado.35 Así, expresando 
una dimensión normativa más profunda que interpela al aboga-
do como agente moral comprometido con el proyecto constitu-
cionalista, los códigos y decálogos desbordan la mera regulación 
positiva, evitando establecer únicamente restricciones formales 
o sanciones disciplinarias. En consecuencia, la relevancia de la 
deontología jurídica no depende exclusivamente de su exigibili-
dad institucional, sino de su capacidad para fomentar una cultura 
profesional fundada en la deliberación crítica y la responsabili-
dad pública. 

La cuestión, sin embargo, radica en que esa comprensión 
de los instrumentos deontológicos —como puentes entre la ju-
ridicidad y la justicia, entre el quehacer técnico y el horizonte 
constitucional— rara vez se materializa en la práctica profesional 
contemporánea de quienes ejercen la abogacía. Pese a su poten-
cial formativo y articulador, lo cierto es que los códigos y los de-
cálogos han quedado, en muchas ocasiones, reducidos a rituales 
normativos con escasas consecuencias reales, desplazados por 
una cultura jurídica cada vez más tecnificada y atravesada por 
voraces lógicas de mercado.36

Y cuando el modelo democrático constitucional se comien-
za a resquebrajar también se fractura el marco normativo que 
da sentido a la deontología jurídica; pues la ética profesional no 
puede sostenerse en ausencia de un Estado de derecho que legi-
time sus principios y finalidades. Si la deliberación democrática 
se debilita, si los derechos pierden su centralidad y el fenómeno 
jurídico es instrumentalizado por el poder, entonces el pacto éti-
co entre abogacía y orden constitucional se torna endeble. 

34	 Véase Cueva Fernández, Ricardo, “Códigos deontológicos de la abogacía”, 
Eunomía. Revista en Cultura de la Legalidad, núm. 5, septiembre 2013-febre-
ro 2014, p. 195.

35	 Véase Sánchez Stewart, Nielson, La profesión del abogado. Deontología, valo-
res y colegios de abogados, vol. 1, Madrid, Difusión Jurídica, 2008, p. 54.

36	 Véase Garza Onofre, Juan Jesús, Historia alternativa de la abogacía. Análisis 
crítico sobre la profesión, cit., pp. 79 y 80.
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Más aún, en contextos marcados por los efectos de un capita-
lismo empeñado en el debilitamiento de fuerzas emancipatorias,37 
que ha contribuido a la desafección moral colectiva, la fragmen-
tación del gremio abogadil, y el vaciamiento de la deliberación 
pública; resulta pertinente preguntarse si los códigos deontológi-
cos conservan algún valor efectivo, o si han sido cooptados por 
las mismas estructuras que deberían contener. ¿Qué sentido tie-
nen cuando no hay comunidad profesional que los sostenga, ni 
condiciones institucionales que hagan posible su cumplimiento? 
¿Hasta qué punto logran orientar la acción jurídica en un entorno 
donde la racionalidad estratégica ha sustituido la práctica delibe-
rativa? ¿Es posible que, en lugar de contribuir a una ética pública 
del Derecho, terminen reforzando su despolitización funcional?

Estas preguntas antes que negar la relevancia de la deonto-
logía jurídica en quienes ejercen la abogacía, buscan situarla crí-
ticamente en un contexto donde su función regulativa ha sido 
poco a poco erosionada. Por eso, resulta necesario indagar en las 
razones por las que los instrumentos deontológicos no han teni-
do la suficiente capacidad normativa y legitimidad práctica para 
incidir en el ejercicio profesional de la abogacía como dispositi-
vos de orientación ética y cristalización del mandato constitucio-
nal. Es indispensable avanzar distintas hipótesis que expliquen 
por qué, simple y sencillamente, los códigos y decálogos no han 
importado o acaso servido a manera de contención frente a las 
vertiginosas configuraciones jurídico-políticas de hoy en día.

2.1. Presuponen una comunidad  
profesional que ya no existe

Los códigos deontológicos de la abogacía descansan, implícita o 
explícitamente, en la idea de una comunidad profesional cohe-
sionada, dotada de condiciones propicias para vincular la técnica 
jurídica con un ideal normativo de justicia. Sin embargo, como 
quedó asentado, dicha premisa resulta anacrónica, pues, durante 

37	 Fraser, Nancy, Capitalismo caníbal. Qué hacer con este sistema que devora la 
democracia y el planeta, y hasta pone en peligro su propia existencia, trad. de 
Elena Oriozola, México, Siglo XXI, 2024, p. 89.
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las últimas décadas, distintos factores han erosionado los lazos 
de solidaridad profesional y diluido el sentido de responsabili-
dad colectiva en la práctica abogadil. Ahora bien, este fenómeno 
no desconoce la amplísima diversidad funcional dentro del mun-
do jurídico, ni elimina las diferencias entre los distintos tipos 
de operadores. Se trata, más bien, de entender una orientación 
compartida que permita articular una ética común basada en el 
compromiso con la justicia institucionalizada, capaz de dotar de 
sentido público a cada función jurídica, por diversa que sea en 
sus medios y técnicas.38

No obstante, al aterrizar la ética profesional en las diversas re-
glamentaciones deontológicas, estas no logran articular un marco 
normativo coherente y vinculante para el conjunto de abogados 
que despliegan sus labores, por el simple hecho de que esa co-
munidad no existe más. Las normas que antaño presuponían un 
ethos compartido se ven vaciadas en su efectividad, al lidiar con 
un colectivo enfrentado y atravesado por lógicas económicas,39 
jerarquías internas, desigualdades estructurales y segmentos que 
operan con cada vez con menos criterios propios.40

38	 Véase García Manrique, Ricardo, “El discreto encanto de la seguridad jurí-
dica: Apuntes para una reconstrucción unitaria de la ética de los juristas”, 
Derechos y Libertades, no. 19, 2008.

39	 Nancy J. Moore destaca que la globalización ha generado una creciente seg-
mentación interna en la abogacía, marcada por la ruptura entre abogados 
“de élite” —ligados a grandes firmas transnacionales y a la representación 
de corporaciones globalizadas— y abogados “no-élite”, que suelen operar 
en mercados locales, prestar servicios a individuos o pequeñas empresas, 
y enfrentar condiciones de mayor precariedad y presión competitiva. Am-
bos grupos compiten en un entorno cada vez más mercantilizado, donde 
se difuminan los límites entre el servicio legal y la provisión de productos 
jurídicos estandarizados. Como advierte la autora, esta lógica fomenta una 
dinámica donde “los abogados son —y deben ser— reconocidos ante todo 
como actores económicos”. Moore, Nancy J., “Implications of Globalization 
for the Professional Status of Lawyers in the United States and Elsewhere,” 
Fordham Urban Law Journal, vol. 40, núm. 1, 2012, p. 218.

40	 “Los abogados, cada vez con mayor frecuencia, dejan de ser profesionales 
independientes para convertirse en empleados de firmas legales organiza-
das burocráticamente, empresas o instituciones gubernamentales”. Krit-
zer, Herbert M., “The Professions Are Dead, Long Live the Professions: 
Legal Practice in a Postprofessional World”, Law & Society Review, vol. 33, 
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El resultado es una disolución del ideal regulativo de profe-
sionista sobre el cual los códigos pretenden operar. Cuando los 
abogados —tanto de despachos globales como de índole local o 
incluso que laboran individualmente— trabajan bajo modelos or-
ganizativos y objetivos radicalmente divergentes, las regulacio-
nes deontológicas pierden eficacia normativa y fuerza vinculan-
te, reducidas a un conjunto de principios formales incapaces de 
interpelar contextos profesionales cada vez más fragmentados. 
Queda claro que en la actualidad no existe una comunidad nor-
mativa efectiva de abogados, sino unidades funcionales aisladas 
(corporativas, burocráticas, activistas, tecnocráticas) que parti-
cipan en lógicas separadas, basadas en objetivos localizados y a 
menudo incompatibles.

En tal sentido, los códigos deontológicos, en su mayoría erigi-
dos, formulados y reformulados antes de las profusas transforma-
ciones sociales de los últimos años, apelan a una idea de la profesión 
que ya no corresponde con las condiciones materiales ni simbólicas 
del presente. Su lenguaje, cargado de invocaciones a la honorabili-
dad, al servicio desinteresado y a la vocación de justicia, se sostiene 
sobre una ficción identitaria que hoy resulta inoperante. Lejos de 
funcionar como instrumentos capaces de orientar éticamente el 
ejercicio profesional, estos códigos se han convertido en declara-
ciones de principios desancladas de la praxis contemporánea.

2.2. Instrumentalización simbólica

Muy en relación con la razón anterior, si los códigos deon-
tológicos de la abogacía no han importado para contener las de-
rivas contemporáneas, es también porque muchos de ellos han 
sido progresivamente capturados por estructuras institucionales 
que carecen de legitimidad ética frente a la comunidad jurídica y 
a la sociedad en general.

Porque el alcance que ha conllevado la propagación de regla-
mentos de conducta muestra que la mera proliferación y acumu-
lación de instituciones no garantiza para nada un mejor pano-

núm. 3, 1999.

| 120 

Moralidad para abogados en tiempos inmorales



rama. A nivel global, la multiplicación de códigos, mecanismos, 
protocolos y marcos normativos en la abogacía41 ha sido una de 
las típicas respuestas para hacer frente al fenómeno de la corrup-
ción42 vinculado lógicamente a un sistema normativo.43 Así, lo 
que predomina es una hiperformalización simbólica, donde el 
problema no es la falta de códigos u organismos reguladores, sino 
su desconexión con la estructura material, institucional y cultu-
ral que haría posible su cumplimiento efectivo. 

De ahí que, paradójicamente, esta sobreproducción norma-
tiva en el ámbito deontológico contribuya a su banalización: los 
códigos se exhiben, se citan, se ritualizan, se celebran institu-
cionalmente, pero no logran canalizar los conflictos morales y 
políticos en contextos marcados por un persistente estado de cri-
sis. Frente al desmantelamiento del modelo democrático consti-
tucional, la captura institucional o la expansión autoritaria, estos 
instrumentos e instituciones, por lo general, se desentienden o 
—peor aún— fungen como coartadas simbólicas de legitimación. 
Su retórica moralista contrasta con su inoperancia práctica, re-
produciendo una imagen de abogado que encubre, en muchos 
casos, la claudicación frente a los dilemas fundamentales del pre-
sente. En ese sentido, más que orientar la acción en escenarios 
complejos, los códigos acaban actuando como formas de conten-
ción discursiva ante el colapso normativo.

41	 Esta tendencia ha dado lugar a lo que anteriormente he denominado como 
“eclosión deontológica”; fenómeno que, lejos de consolidar una cultura de 
la responsabilidad, ha producido una inflación de reglas que en muchos 
casos opera como coartada institucional. Véase Garza Onofre, Juan Jesús, 
Historia alternativa de la abogacía. Análisis crítico sobre la profesión, cit., 
pp. 76 y ss.

42	 “Existe un sentimiento extendido de que los jueces y los abogados compar-
ten actividades de corrupción en Latinoamérica, siendo la más prominente 
los sobornos tendientes a modificar el resultado de un caso, a asegurar que 
el papeleo se realice más rápido, a que el funcionario preferido trate el pro-
ceso de quiebra, o a que el caso aterrice en el escritorio del juez adecuado”. 
Böhmer, Martín, “Igualadores y traductores. La ética del abogado en una 
democracia constitucional”, cit., p. 23.

43	 Vázquez, Rodolfo, Teorías contemporáneas de la justicia. Introducción y no-
tas críticas, cit., p. 235.
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Esta instrumentalización convierte al código en una pieza de-
corativa, más útil para proyectar una imagen de corrección que 
para cristalizar con eficacia el mandato constitucional en el com-
portamiento profesional. Las instituciones colegiadas, tribunales 
disciplinarios y organismos gremiales que pudieran ejercer una 
función de vigilancia, se perciben como órganos burocráticos 
desvinculados del ejercicio real de la abogacía y, en no pocos ca-
sos, cooptados por intereses políticos, corporativos o clientela-
res.

2.3. Construcciones unidimensionales 
 y abstracciones generalistas

Aunada a esta instrumentalización simbólica, una de las razones 
por las que los códigos deontológicos no han importado como 
referentes normativos efectivos es que suelen estar construidos 
desde una lógica unidimensional que desatiende la complejidad 
de las relaciones jurídicas reales, en particular la que se da en-
tre abogados y clientes. Como advierten Felstiner y Pettit, esa 
relación está atravesada por desequilibrios de poder, prácticas 
paternalistas normalizadas y formas de trato que con frecuencia 
reproducen desatención, condescendencia o incluso desprecio 
hacia quienes acuden al sistema jurídico.44

Fundados en el principio de autorregulación, muchos de es-
tos documentos se elaboran desde una lógica cerrada, sin par-
ticipación plural ni deliberación genuina, lo que da lugar a do-
cumentos caracterizados “por su vaguedad y generalidad”,45 

44	 Rhode, Deborah L., The trouble with lawyers, Nueva York, Oxford Universi-
ty Press, 2015, p. 87.

45	 “Es imposible que un código contenga suficiente regulación para todas las 
situaciones que se pueden presentar a un abogado. Sin embargo, es posible 
afirmar que nuestros códigos no están suficientemente desarrollados y tie-
nen múltiples áreas de oportunidad. Identificar esos vacíos y explicar por 
qué son problemáticos puede ser una de las formas de propiciar una crisis 
de legitimidad que obligue a su reforma para que den cuenta, al menos 
en mayor medida, de los dilemas éticos que enfrentan los y las abogadas”. 
Anzola Rodríguez, Sergio, “¿Qué significa ser un abogado “ético”? Una con-
versación pendiente en la profesión jurídica”, en Martín Böhmer y Carlos 
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permitiendo evadir los problemas reales del ejercicio profesional 
y neutralizar cualquier cuestionamiento al funcionamiento del 
gremio. Precisamente esa resistencia “es particularmente intensa 
cuando están en juego el estatus y los intereses económicos de la 
propia profesión”,46 lo cual tiende a reforzar la reproducción de 
formatos estandarizados que preservan jerarquías gremiales. 

Redactados como amplios enunciados comunes, sin matices 
ni sensibilidad al contexto, los códigos y decálogos deontológicos 
en la abogacía cristalizan una concepción tecnocrática de la ética 
que intenta reducir los dilemas morales a la aplicación automá-
tica de reglas abstractas predefinidas. Esto no solo impide que la 
reglamentación sea apropiada por la comunidad a la que va diri-
gida, sino que frustra cualquier intento por fomentar una verda-
dera reflexión. Lejos de funcionar como herramientas orientado-
ras, estos documentos se terminan imponiendo como “catálogos 
cerrados”, excluyendo voces críticas o experiencias periféricas. 
En consecuencia, no han podido generar pertenencia, ni habili-
tan un compromiso ético genuino. Su unidimensionalidad y abs-
tracción los vuelve inertes.

2.4. Déficit disciplinario y desprotección del usuario

Siguiendo esa línea, una de las críticas más persistentes a los códi-
gos deontológicos es que, aunque se enuncian con solemnidad y se 
exhiben como signos de compromiso moral, en la práctica carecen 
de mecanismos efectivos de aplicación, seguimiento y sanción. 
Tema aparte —aunque directamente vinculado— es lo relativo a 
su opacidad,47  ya que son muy pocas las instancias que transpa-
rentan sus procesos disciplinarios, sus criterios y parámetros de 
actuación o sus resoluciones, lo que mina aún más su legitimidad y 
dificulta cualquier forma de control social o rendición de cuentas.

de la Rosa (coords.), Ética y legitimidad judicial, Ciudad de México, Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, p. 44.

46	 Véase Felstiner, William L. F. y Pettit, Ben, “Paternalism, Power, and Res-
pect in Lawyer-Client Relations”, en Joseph Sanders y V. Lee Hamilton 
(eds.), Handbook of Justice Research in Law, Springer, Boston, 2002.

47	 Rhode, Deborah L., The trouble with lawyers, cit., pp. 109 y ss.
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En todo caso, incluso cuando se emite alguna resolución, sta 
difícilmente adquiere fuerza normativa o valor ejemplarizante. 
Por el contrario, y siguiendo la distorsionada lógica que imprime 
la hiperlitigiosidad propia de los tiempos en los que se desen-
vuelve un cierto prototipo de abogado (donde perder nunca es 
una opción aceptable), los inconformes suelen recurrir a otras 
instancias institucionalizadas —tribunales, comisiones de dere-
chos humanos, organismos administrativos— con el objetivo de 
revertir, impugnar o simplemente dilatar los efectos de cualquier 
sanción. Ello refuerza la percepción de que los mecanismos deon-
tológicos son frágiles, fácilmente evadibles y subordinados a un 
juego estratégico de defensa profesional, antes que a un modelo 
robusto de responsabilidad ética. En lugar de generar confianza 
en el quehacer jurídico, este funcionamiento termina por con-
solidar la imagen de un sistema autorreferencial, cerrado y más 
interesado en preservar el prestigio entre personas que ejercen la 
abogacía que en proteger los derechos del usuario.

Ahora bien, habrá que insistir en que esta debilidad institu-
cional no es casual. En muchos casos, la falta de vinculatoriedad 
responde a una voluntad política deliberada en aras de mantener 
la deontología como un dispositivo decorativo, desprovisto de 
capacidad disciplinaria real, y enfocada de manera exclusiva en 
“la gestión persistente del gremio, por el gremio y para el gremio 
mismo”;48 lo que, por ende, dificulta la capacidad de articular la 
ética profesional como exigencia estructural en un contexto don-
de la discrecionalidad, el corporativismo o el cálculo estratégico 
prevalecen sobre el cumplimiento de estándares objetivos para 
toda una comunidad política. 

2.5. Inoperancia frente al escepticismo generalizado

Ya se ha anotado cómo en tiempos marcados por un creciente 
escepticismo, la moralidad se experimenta como una opción per-
sonal, no como una exigencia compartida, y la apelación a prin-
cipios éticos suele ser leída como ingenua, retórica o incluso fun-

48	 Véase Coffee Jr., John C., “The Attorney as Gatekeeper: An Agenda for the 
SEC”, 103 Columbia Law Review, vol. 1293, 2003, p. 136.
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cional al cinismo dominante. Los códigos y decálogos, entonces, 
no han logrado interpelar moralmente porque recurren a un len-
guaje que ha perdido sentido vinculante. Esto ocurre en un entor-
no donde el modelo democrático atraviesa una crisis estructural 
de credibilidad y las apelaciones éticas son incapaces de orientar 
la acción o movilizar el juicio práctico, precisamente porque no 
se sostienen en instituciones legítimas que las respalden.

Este panorama se ve reforzado por una cultura profesional 
que privilegia la rentabilidad antes que cualquier otra finalidad 
del oficio jurídico. El abogado eficaz es aquel que gana casos, 
maximiza recursos o protege intereses a toda costa, no necesa-
riamente quien actúa conforme a ciertos ideales. Como advierte 
Kennedy, muchos abogados actúan como si “no quedaran man-
chados moralmente por las intenciones subyacentes de sus clien-
tes, sus cualidades éticas o por el resultado que alcancen, siempre 
que [...] no participen por sí mismos en el quebrantamiento de la 
ley”.49 Esta separación entre legalidad y moralidad no solo bana-
liza la función pública de la abogacía, sino que desresponsabiliza 
éticamente al operador jurídico, reduciéndolo a un “mercenario” 
que ofrece sus habilidades al mejor postor sin importar el impac-
to social de su trabajo.

La problemática, entonces, no es atribuible exclusivamente al 
gremio jurídico. De igual manera interpela a una ciudadanía que 
ha dejado de exigir comportamientos éticos en el ejercicio pro-
fesional del Derecho, y a una clientela que con frecuencia valora 
más la astucia que la integridad. La figura del abogado “eficaz” —
el que resuelve, acomoda o soluciona— goza de mayor prestigio 
que la del abogado guiado por principios. Así, el escepticismo 
atraviesa las prácticas internas del foro y se alimenta de una cul-
tura cívica debilitada, que concibe al Derecho como un recurso 
útil para obtener ventajas en un entorno de desconfianza gene-
ralizada.

A manera de cierre, y para recapitular lo expuesto en este 
capítulo, puede afirmarse que los códigos deontológicos en la 

49	 Kennedy, Duncan, “La responsabilidad de los abogados por la justicia de 
sus casos”, Academia. Revista sobre enseñanza del Derecho, núm. 12, 2008, 
p. 137.
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abogacía han perdido su capacidad para orientar éticamente el 
ejercicio profesional. Aunque enuncian principios valiosos, su 
impacto práctico se ha visto gravemente disminuido al no lograr 
articular una ética compartida ni interpelar moralmente a quie-
nes ejercen la profesión.

En consonancia con lo desarrollado en los capítulos anterio-
res, este fenómeno forma parte del deterioro generalizado de los 
mecanismos que sostenían al constitucionalismo democrático 
como horizonte normativo común. Los códigos y decálogos, en 
lugar de actuar como instancias críticas o dispositivos articula-
dores entre la juridicidad y la justicia, refuerzan la apariencia de 
normalidad institucional en un escenario donde se desvanece la 
exigencia moral que alguna vez les dio sentido. Su lenguaje gran-
dilocuente coexiste con una práctica abogadil cada vez más guia-
da por la eficacia instrumental y la lógica de mercado.

Recuperar alguna potencia normativa para estos instrumen-
tos exige repensarlos desde sus condiciones de posibilidad. Más 
que actualizarlos formalmente, se requiere reconstruir las bases 
institucionales y profesionales que permitan una ética jurídica 
deliberativa y pública. De lo contrario, seguirán siendo piezas 
simbólicas en una profesión cada vez más ajena a su compromiso 
republicano. Sobre esas premisas se desarrolla el siguiente aparta-
do, enfocado en argumentar por qué, a pesar de todo, sí deberían 
ser relevantes en el actual ejercicio profesional de la abogacía.

III. Códigos y decálogos, por qué sí deberían importar

A estas alturas, defender la relevancia de la deontología jurídi-
ca puede sonar a un ejercicio contracorriente. No se trata de un 
llamado ingenuo a la virtud, ni de un recurso retórico para em-
bellecer la profesión; se trata de reconocer que si el Derecho pre-
tende encarnar la promesa del constitucionalismo democrático, 
necesita de operadores jurídicos que asuman una responsabili-
dad personal e indeclinable, pues ningún sistema normativo, por 
perfecto que sea, puede funcionar sin la intervención de sujetos 
que asuman su función como un deber público y no como una 
mera prestación de servicios.
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En este sentido, la importancia de los códigos y decálogos ra-
dica en recordar constantemente que cada abogado debe actuar 
como emisario y garante de la Constitución en aras de preservar 
su fuerza normativa en las decisiones concretas que configuran 
la vida jurídica cotidiana. Así, la ética profesional se torna una 
condición mínima para que el modelo democrático constitucio-
nal logre sostenerse en contextos de erosión institucional y des-
crédito generalizado.

La individualidad de quien ejerce la abogacía, lejos de diluir-
se, adquiere aquí un peso determinante: en las causas que decide 
aceptar, en la redacción de una demanda, en la elección de los 
argumentos que presenta ante el juez, en la manera en que in-
terroga a un testigo o en cómo responde a un acto de autoridad 
arbitrario. Cada una de estas acciones encierra la posibilidad de 
hacer valer los valores del constitucionalismo o, por el contrario, 
de vaciarlos de contenido. Antes que gestos neutros o de simples 
medidas de corte técnico, el abogado, al llevar a cabo su trabajo, 
toma decisiones que afectan derechos, proyectan interpretacio-
nes del orden jurídico y configuran los límites del poder público. 
Por eso resulta indispensable reivindicar el sentido ético de la 
profesión y actualizar sus exigencias.

Los códigos y decálogos deben importar no por su potencial 
punitivo sino porque pueden servir como un punto de apoyo para 
reconstruir el tejido moral del oficio jurídico, recordando que el 
valor del Derecho “proviene de ser precisamente un instrumento 
necesario para la realización social de la moral ordinaria, esto 
es, la institucionalización del discurso práctico general”.50 En esa 
medida, la deontología jurídica debe entenderse como parte de 
un esfuerzo por traducir ese discurso práctico en criterios ac-
cesibles, comprensibles y exigibles para una misma comunidad 
política en contextos donde la legalidad ya no garantiza por sí 
misma legitimidad. Allí donde la política falla o la burocracia se 
endurece, es el compromiso ético de cada operador el que man-
tiene viva la expectativa de justicia. 

50	 Aguiló Regla, Josep, “Ética judicial y Estado de derecho”, en Valencia, Cris-
tina García Pascual (coord.), El buen jurista. Deontología del derecho, Tirant 
lo Blanch, 2013, p. 83.

127 | 

Filosofía y educación



Porque si la ética judicial “se ve como una ética aplicada cuya 
finalidad es, por un lado, garantizar la continuidad del instrumen-
to derecho (respetando y reforzando su institucionalización) y, 
por otro, preservar el sentido moral y crítico del derecho mismo 
en su aplicación (evitando desviaciones meramente ritualistas 
y/o formalistas)”,51 la ética en la abogacía debe entenderse en los 
mismos términos, es decir, como una práctica institucionalizada 
que asegura tanto la viabilidad técnica del sistema jurídico como 
su relevancia moral en contextos específicos de conflicto.

El tema aquí es dimensionar los verdaderos alcances de estos 
instrumentos, no idealizarlos ni pensar que por sí solos fungirán 
como panacea para remediar el desmantelamiento institucional. 
La clave radica en salirse de los esquemas que nos han llevado 
a concebir la deontología como un mecanismo autorreferencial, 
ajeno a las condiciones reales del ejercicio profesional y desvin-
culado del conflicto social que atraviesa el Derecho. Solo desde 
una mirada crítica puede recuperarse su potencia como espacio 
de orientación y exigencia.

De ahí que, si en el apartado anterior se enlistaron diversos 
motivos por los que los códigos y decálogos deontológicos en la 
abogacía no han importado para hacer frente al actual panorama, 
a continuación, se exponen tanto algunas justificaciones como 
propuestas para que estos puedan funcionar y cobren relevancia 
en la reconfiguración del sentido ético y público del oficio jurí-
dico. Está de más decir que no se trata de razones absolutas ni 
limitativas, sino, simple y llanamente, ideas que podrían contri-
buir a ese horizonte, siendo plenamente consciente tanto de sus 
limitaciones como de las resistencias estructurales, culturales e 
institucionales que enfrentan. A fin de cuentas, lo que se preten-
de es abrir un espacio de reflexión y, acaso, convencer de que 
los códigos y decálogos deontológicos para los abogados pueden 
recuperar sentido si se entienden como expresiones normativas 
de la razón práctica, orientadas a guiar la acción profesional con 
base en principios públicos, deliberados y compartidos. Así, se 
responde a la pregunta: ¿Por qué estos deberían importar?

51	 Ibidem.
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3.1. Porque contribuirían a reconstruir una  
cultura profesional democrática y pluralista

En contextos donde la distancia entre el discurso jurídico y las 
experiencias sociales de injusticia ha erosionado la legitimidad 
del Derecho, una deontología crítica, deliberativa y públicamente 
exigible puede ofrecer parámetros compartidos para evaluar la 
actuación de los operadores jurídicos, así como para reclamar res-
ponsabilidades en nombre de los principios que dicen encarnar.

Los códigos no pueden ser entendidos como cuerpos nor-
mativos cerrados o autojustificados que solo sirvan a los propios 
abogados y, por ende, se encuentren completamente desvin-
culados de las necesidades de la sociedad a la que el Derecho 
debe servir. Su legitimidad debe fundarse en su capacidad para 
ser reconstruidos colectivamente como instrumentos de orien-
tación práctica y rendición de cuentas, y no en el abuso de una 
autoridad autoimpuesta. En lugar de funcionar como manuales 
internos diseñados por y para una élite gremial, los códigos de-
ben proyectarse como espacios normativos abiertos al escrutinio 
público, capaces de sostener un diálogo permanente con las de-
mandas sociales, los estándares democráticos y los ideales cons-
titucionales.

Reconstruir una cultura profesional democrática y pluralista 
supone asumir que el Derecho no pertenece exclusivamente al 
gremio jurídico. Implica reconocer que la función del abogado no 
puede desvincularse del compromiso con el interés público. Des-
de esta perspectiva, los códigos deontológicos deben configurar-
se como vehículos para fomentar la responsabilidad cívica de los 
profesionales del Derecho, reforzando su papel como igualadores 
retóricos o agentes deliberativos en una sociedad plural.

En esta clave, la ética profesional debe concebirse desde una 
perspectiva constructivista, entendida como “la idea de que por 
medio de la cooperación podemos acercarnos a una mejor com-
prensión del objeto o a la resolución del problema práctico al que 
nos enfrentamos”.52 Esta concepción permite desplazar la idea 

52	 Misseri, Lucas E., “Manuel Atienza y el laberinto de su objetivismo moral 
mínimo: constructivismo metaético y dignidad humana”, cit., p. 316.
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de una moral jurídica unilateral e inamovible y reemplazarla por 
una ética en constante elaboración y sensible a las condiciones 
históricas en las que se ejerce la profesión.

Así, los códigos y decálogos deontológicos pueden formar 
parte de un esfuerzo deliberativo más amplio por redefinir el 
sentido público del oficio jurídico, articulando un horizonte co-
mún en medio de la fragmentación profesional y del desencanto 
institucional. La reconstrucción de una cultura profesional más 
democrática no pasa por imponer más y más normas desde arri-
ba,53 sino por generar compromisos éticos que emerjan de la de-
liberación colectiva, la autocrítica profesional y el diálogo con la 
ciudadanía.

3.2 Porque el ejercicio de la abogacía sirve a la 
 justicia precisamente cuando cumple bien su papel

La tradicional dicotomía entre el abogado como servidor de los 
intereses del cliente y como colaborador con la administración 
de justicia ha sido, en buena medida, un falso dilema ensanchado 
por discursos que ignoran los fines que entraña la estructuración 
del proceso jurídico. Esta contraposición descansa en una visión 
descontextualizada del rol profesional, como si las exigencias 
éticas de la abogacía se encontraran siempre en tensión con su 
eficacia técnica. Sin embargo, en los sistemas jurídicos contem-
poráneos de carácter adversarial, el cumplimiento cabal del rol 
del abogado no solo no entra en conflicto con la justicia, sino 
que es una condición necesaria para que esta pueda realizarse 
institucionalmente.

Tal como señala el profesor Liborio Hierro, en los modelos 
contenciosos, el abogado no es un observador imparcial ni un 
árbitro moral: es una parte activa de un diseño institucional que 
presupone el conflicto y que estructura el proceso como una 
confrontación de argumentos, pruebas e intereses. En este mar-
co, el papel de las personas que ejercen la abogacía consiste en 

53	 Véase Garza Onofre, Juan Jesús, No estudies derecho, Ciudad de México, 
Taurus, 2023, pp. 103 y ss.

| 130 

Moralidad para abogados en tiempos inmorales



representar diligente y lealmente los intereses del cliente, lo cual, 
lejos de sabotear la justicia, permite que la judicatura cuente con 
todos los elementos necesarios para adoptar una decisión funda-
da, equitativa y respetuosa de los intereses en juego. La justicia 
institucional, así, no se alcanza a pesar de la parcialidad del abo-
gado, sino gracias a ella, siempre que esta parcialidad esté norma-
tivamente encauzada.54  

Es precisamente aquí donde resalta la relevancia de los códi-
gos y decálogos deontológicos, al establecer límites que encau-
zan la actuación profesional dentro de un marco ético compatible 
con los fines que persigue el Derecho. El rol del abogado no se 
reduce a ser un mercenario de intereses privados; se convierte en 
un engranaje indispensable para que el sistema funcione confor-
me a reglas de equidad y racionalidad jurídica.55 

Por eso mismo, el abogado no sirve a la justicia absteniéndose 
de litigar ni adoptando una supuesta neutralidad moral que lo 
desvincule del conflicto. Su contribución a la justicia se concre-
ta cuando ejerce con excelencia su función profesional, repre-
sentando con honestidad, competencia y lealtad los intereses de 
quien le confía su defensa. El abogado aporta a la justicia porque 
asume activamente su papel dentro del marco normativo, respe-
tando los límites éticos y legales que estructuran su actuación.

De ahí que los códigos deben traducir la finalidad institucio-
nal del rol en criterios prácticos de actuación, orientando el juicio 
profesional en contextos de ambigüedad moral. Resumiendo, la 
deontología jurídica no se opone al rol del abogado (como si este 

54	 Vale la pena resaltar la cita de Lord Brougham, citada por Hierro, respec-
to a que el deber del abogado hacia su cliente es absoluto, incluso si ello 
conlleva consecuencias públicas adversas: “[el abogado] debe actuar sin 
preocuparse de las consecuencias, aunque sea su desgraciado destino me-
ter a su patria en la confusión”. Hierro, Liborio, “¿Se puede pleitear? Platón, 
Garzón y la deontología de los abogados”, Doxa. Cuadernos de Filosofía del 
Derecho, 30, 2007, pp. 125 y 126.

55	 Por ejemplo, en el caso de la lealtad profesional, ésta no es ilimitada; por 
el contrario, debe estar sujeta a restricciones legales y morales, como la 
prohibición de mentir, ocultar pruebas o vulnerar derechos ajenos. Y es 
precisamente dentro de esos márgenes —no a pesar de ellos— que el abo-
gado realiza su contribución a la justicia.
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fuera incompatible con exigencias éticas), antes bien deriva de 
una comprensión profunda, situada y normativamente articulada 
de ese rol en el entramado institucional del proceso jurídico. La 
correcta estructuración y socialización de dichos instrumentos 
se torna fundamental para que, individualmente, cada abogado 
pueda ejercer su función con integridad y responsabilidad públi-
ca, más allá de la no transgresión de las normas jurídicas.

3.3. Porque las nuevas prácticas exigen nuevas formas

Muy en sintonía con el postulado anterior, es importante men-
cionar que los códigos y decálogos deontológicos no pueden 
entenderse como documentos clausurados ni como recetas per-
manentes. Su fuerza normativa y legitimidad dependen de su ca-
pacidad para adaptarse activamente a las mutaciones del entorno 
profesional, las transformaciones tecnológicas, las nuevas formas 
de organización laboral y los conflictos ético-jurídicos emergen-
tes, pues esto provoca “una alteración sustancial de algunos de 
los presupuestos y de las condiciones esenciales en las que se 
ha basado tradicionalmente el ejercicio de la abogacía, suscitan-
do así serios interrogantes sobre la adecuación de los actuales 
principios y deberes deontológicos para orientar la conducta del 
profesional en este nuevo entorno”.56 En un oficio atravesado por 
presiones de mercado, segmentación funcional y dinámicas cor-
porativas cambiantes, una ética que no se revisa pierde autoridad 
y pertinencia.

Lejos de aspirar a una supuesta universalidad atemporal, los 
instrumentos deontológicos deben asumir su carácter contingen-
te y perfectible. Institucionalizar mecanismos de revisión perió-
dica permitiría actualizar su contenido y reactivar su relevancia 
como guía práctica ante dilemas concretos. Esta revisión, antes 
que reducirse a ajustes técnicos o armonizaciones formales, debe 
concebirse como una oportunidad para repensar críticamente el 
papel de la abogacía frente a los nuevos desafíos.

56	 Solar Cayón, José Ignacio, “Retos de la deontología de la abogacía en la era 
de la inteligencia artificial jurídica”, Derechos y Libertades, núm. 45, junio 
2021, pp. 130 y 131.
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La inclusión de actores no tradicionales, tecnologías emer-
gentes y plataformas digitales en la provisión de servicios legales 
exige pensar en nuevos esquemas de regulación ética, capaces 
de ir más allá del modelo centrado exclusivamente en la con-
ducta individual del abogado. No se puede continuar ignorando 
que la práctica jurídica ha dejado de ser un dominio exclusivo de 
las firmas legales tradicionales, y es que hoy participan en ella 
empresas tecnológicas, proveedores automatizados y estructu-
ras corporativas complejas que no están sometidas a los códigos 
deontológicos convencionales. Como bien se ha advertido, este 
desbordamiento del marco tradicional “cuestiona el mismo enfo-
que regulativo” y obliga a transitar hacia una ética jurídica que no 
solo regule el “quién” presta el servicio, sino también el “cómo” y 
el “bajo qué estándares” se estructura y se ofrece.57

La pretensión que persigue esta reconfiguración ética es la de 
reconstruir las condiciones institucionales, culturales y norma-
tivas que hagan posible una práctica jurídica dotada de sentido 
público. No basta con incorporar nuevas cláusulas o adaptar el 
lenguaje de los códigos a las exigencias emergentes; se trata de 
interrogar críticamente los fundamentos mismos de la regulación 
profesional y cuestionar sus zonas de confort.  En tal sentido, se 
torna fundamental tomarse en serio la dimensión estructural e 
institucional de la regulación ética. 

3.4. Porque la realidad exige instrumentos más realistas

Más allá de fórmulas abstractas o máximas genéricas, urge aterri-
zar la ética profesional de los abogados en herramientas prácticas 
que orienten el juicio en contextos reales y complejos. Y es que 
“hay un enorme campo para que en tiempo y espacio particular 
se vayan especificando otros deberes éticos, y así el decoro de la 
profesión tiene una ineludible carga contingente que remite a la 
sociedad desde la cual pensamos éticamente”.58

57	 Ibidem, pp. 136 y ss.
58	 Vigo, Rodolfo L., “Apuntes de ética profesional: especificidad, importancia 

y actualidad”, cit., p. 502.
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La mayoría de los códigos deontológicos formulan principios 
amplios —como “actuar con integridad” o “evitar conflictos de 
interés”—, pero rara vez proveen criterios efectivos para abordar 
dilemas que exigen deliberación prudente. Lo que falta, en ese 
sentido, es una ética práctica basada en una sabiduría práctica 
capaz de interpretar principios en contextos variables, y comple-
mentada por una pedagogía crítica que permita repensar colec-
tivamente los fines del oficio jurídico. No se equivoca José Anto-
nio Marina cuando afirma: “Una de las funciones de la moral es 
hacer predecibles la conducta de los otros”.59 

Cabe mencionar que esta apuesta no trata de ofrecer solucio-
nes prediseñadas para cada posible dilema, ni de construir mo-
delos normativos omniscientes. La verdadera intención es habi-
litar marcos que reconozcan la ambigüedad moral inherente a la 
práctica jurídica contemporánea, y que permitan ejercer el juicio 
profesional desde una comprensión sensible a las tensiones que 
atraviesan el oficio.60

Además, muchas teorías filosóficas sobre la ética legal suelen 
estar desconectadas de la vida profesional concreta. A menudo 
ignoran los marcos legales e institucionales que condicionan la 
acción del abogado; desatienden las presiones estructurales y las 
exigencias contradictorias que impone la práctica diaria; recu-
rriendo a escenarios ficticios con “clientes de cartón”, diseñados 
a modo para ilustrar dilemas extremos o con una lógica hollywoo-
dense, pero que no reflejan la complejidad e imprevisibilidad de 
los casos reales.

Por eso, los códigos solo podrán recuperar sentido si se re-
plantean como dispositivos dinámicos de formación práctica, 
capaces de dialogar tanto con los desafíos éticos cotidianos del 
ejercicio profesional como con las estructuras jurídicas e institu-
cionales en las que este se inscribe.

59	 Marina, José Antonio, op. cit., p. 18.
60	 Como advierte Rhode, muchas iniciativas reformistas terminan fracasando 

porque “la forma en que se definen estos problemas tiende a oscurecer su com-
plejidad” y conduce a “una forma de abstracción que describe erróneamente 
los dilemas y confunde sobre las soluciones”. Rhode, Deborah L., “The Rheto-
ric of Professional Reform”, Maryland Law Review, vol. 45, núm. 2, 1986, p. 276.
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3.5. Porque pueden operar como espacios de resistencia

Así como se sabe que el Derecho suele llegar tarde ante las trans-
formaciones sociales, el plano deontológico todavía opera bajo 
temporalidades y lógicas aún más desfasadas. Si se quiere real-
mente construir un marco ético capaz de orientar el oficio en 
contextos complejos e inciertos, no basta con apelar a la buena 
voluntad individual ni con actualizar decálogos cada cierto tiem-
po; se requiere una reconstrucción cultural más amplia e integral.

Y es que, como ya se ha mencionado, en contextos marcados 
por la erosión de los referentes éticos comunes y la desafección 
colectiva, los códigos deontológicos pueden recuperar relevancia 
como dispositivos de resistencia simbólica. Lejos de ser simples 
catálogos de buenas intenciones, estos instrumentos están en po-
sibilidad de funcionar como recordatorios institucionalizados de 
que la abogacía implica algo más importante que “ganar casos a 
como dé lugar o hacer cumplir la ley por el solo hecho de cum-
plirla. Y esto es ser consciente de cómo el trabajo jurídico es una 
actividad que antes que estar restringida por el poder político o 
encontrarse al servicio del mejor postor, conlleva un compromi-
so por construir un entorno más justo para todas las personas”.61

Ya no se trata simplemente de egresar más juristas, sino de 
formar juristas con una comprensión crítica de su papel institu-
cional, comprometidos con los principios constitucionales y ca-
paces de sostener, incluso en condiciones adversas, una defensa 
ética del Derecho como herramienta de justicia. 

Frente a la creciente instrumentalización del saber jurídico, 
lo que se requiere con urgencia es una formación que articule co-
nocimientos y habilidades con una reflexión profunda sobre los 
valores que debe entrañar abogacía. El profesor Rodolfo Vázquez 
señala que la labor del jurista no debería regirse exclusivamente 
por criterios de utilidad, sino también por la justificación racio-
nal de las decisiones bajo principios objetivos.62

61	 Véase Garza Onofre, Juan Jesús, No estudies derecho, cit., p. 98.
62	  Vázquez, Rodolfo, Entre la libertad y la igualdad. Introducción a la filosofía 

del Derecho, cit., 2016, pp. 292 y 293.
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Para ello, es indispensable reconstruir los marcos formativos, 
institucionales y culturales que doten de sentido al ejercicio pro-
fesional, desde la responsabilidad democrática y el juicio moral, 
pues “para que una sociedad crezca en moral también se nece-
sita de éticas profesionales fuertes y vigentes”.63 Formar buenos 
abogados implica, en última instancia, apostar por una ética pro-
fesional resistente ante los procesos que vacían de contenido al 
Derecho.

Para finalizar el presente apartado es posible afirmar que el 
fracaso contemporáneo del horizonte moral en la abogacía no se 
explica únicamente por la falta de códigos deontológicos eficaces, 
sino que refleja una crisis más profunda, en que la profesión ha 
perdido la capacidad de reconocerse como comunidad ética, que 
carece de estructuras significativas de rendición de cuentas y que 
ha renunciado, en muchos casos, a ofrecer una formación moral 
reflexiva y situada. Si se quiere revertir esa deriva, es indispensa-
ble conformar equipos interdisciplinarios, destinar recursos hu-
manos y financieros suficientes, e impulsar una cultura organiza-
cional que comprenda la ética como un componente transversal. 
Pero no se trata solo de recursos, se requiere también voluntad 
política, capacidad de negociación y apertura al disenso. 

Reformar en serio la ética profesional implica transitar por 
un camino largo, trabajoso y, a menudo, frustrante. Implica esta-
blecer acuerdos mínimos en un gremio fragmentado, contradic-
torio y poco disponible para el diálogo colectivo. Significa insti-
tucionalizar mecanismos de deliberación que permitan revisar y 
actualizar los compromisos del oficio jurídico frente a una reali-
dad en constante transformación. Y supone también asumir que 
el Derecho necesita, para no perder su centralidad y relevancia, 
de personas comprometidas que encarnen sus fines y que man-
tengan vivo su espíritu.

Y mientras eso llega —mientras logramos construir estruc-
turas más robustas, marcos institucionales más exigentes y con-
sensos gremiales más democráticos—, quedará en manos de cada 
uno la decisión de cómo habitar su papel. Porque si algo todavía 

63	 Vigo, Rodolfo L., “Apuntes de ética profesional: Especificidad, importancia 
y actualidad”, cit., p. 505.
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puede sostener al constitucionalismo democrático en tiempos de 
incertidumbre, antes que la fría arquitectura de las normas, es la 
convicción de quienes están dispuestos a ser, incluso en solitario, 
guardianes de su promesa.

Es ahí, precisamente, donde entra la educación. Porque si 
queremos formar personas que ejerzan la abogacía que sean ca-
paces de resistir la desmoralización del Derecho, la enseñanza 
jurídica no puede seguir siendo ajena a esta conversación. De eso 
va el último apartado de este libro.

IV. La educación jurídica como promesa de justicia

Se suele afirmar que lo único que puede cambiar a los países y 
resolver de una vez por todas sus múltiples problemas es la edu-
cación, pero que un problema mucho más grande radica en saber 
cómo cambiar esa educación. Tal afirmación, aunque generalista, 
encierra una verdad ineludible: mientras no se consoliden las ba-
ses para que quienes nos han de proceder aprendan determina-
das capacidades, habilidades y valores, en definitiva, afrontar los 
retos que depara un panorama incierto cada vez será mucho más 
complicado.

Lo decía Kant, las personas no llegan a ser personas más que 
por la educación [...], esta debe ser concebida como “un arte cuya 
práctica debe ser perfeccionada a lo largo de las generaciones. El 
ser humano siempre es educado por otros seres humanos y por 
otros seres humanos que a su vez también fueron educados. Cada 
generación instruida por los conocimientos de las precedentes es 
siempre más apta para establecer una educación que desarrolle 
de manera final y proporcionada todas las disposiciones del ser 
humano”.64

Por eso, vale la pena recordar que la apuesta por la educación 
como proceso formativo y catalizador social no solo se encuen-
tra en el presente inmediato sino también, y sobre todo, en un 
futuro que hoy es imposible vislumbrar, en saber que tarde que 

64	 Kant, Immanuel, Sobre pedagogía, traducción y nota preliminar por Oscar 
Caeiro, Córdoba, Encuentro Grupo Editor, vol. 1803, pp. 27 y ss.
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temprano lo intangible podrá servir como herramienta para el 
porvenir. De ahí que sea primordial destacar su faceta atemporal 
y su vocación transformadora. Y es que “hacerse responsables 
del mundo no es aprobarlo tal como es, sino asumirlo conscien-
temente porque es y porque solo a partir de lo que es puede ser 
enmendado. Para que haya futuro alguien debe aceptar la tarea 
de reconocer el pasado como propio y ofrecerlo a quienes vienen 
tras de nosotros”.65

En otros términos también lo ha dicho la UNESCO de mi-
ras al año 2050, “el conocimiento y el aprendizaje son los mayo-
res recursos renovables con los que dispone la humanidad para 
responder a los desafíos e inventar alternativas”.66 Sin embargo, 
y trasplantando ya dichas ideas al campo jurídico, mientras los 
propios juristas no se tomen en serio su rol como facilitadores 
y propulsores de estos procesos en el mediano y largo plazo, la 
educación seguirá estando anclada a prácticas anacrónicas y dis-
tintas inercias que no servirán para hacer frente a los cambios 
que encierra el devenir de la humanidad. 

Justo aquí es cuando cobra sentido la frase que abre el pre-
sente apartado pues, si la educación jurídica es uno de los facto-
res cruciales que puede cambiar la comprensión y el accionar del 
Derecho mismo, entonces, ¿qué hacer para cambiar la educación 
jurídica?

El caso latinoamericano es peculiarmente llamativo y ex-
tremadamente desalentador. El estado que guarda la formación 
de los operadores jurídicos en dicha región es inadmisible y, tal 
parece, muy pocos son los esfuerzos por resolver una catástro-
fe inminente. Ante la preponderancia de una cultura formalista 
arraigada en el gremio; la creencia de que el solo hecho de cursar 
la licenciatura basta y sobra para fungir como un profesional toda 
la vida; y la creciente desigualdad social que, a su vez, concibe 
múltiples problemáticas en el acceso a la justicia […], lo cierto 
es que tales factores merman la generación de cambios que fa-

65	 Savater, Fernando, El valor de educar, Barcelona, Ariel, 1997, p. 150.
66	 Jasso Ayala, Jessica Cristina, “Diálogo ‘Los Futuros de la Educación: apren-

der a transformarse’ de la UNESCO”, Blog del Instituto para el futuro de la 
educación - Tecnológico de Monterrey, febrero 1, 2021.
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vorezcan la calidad de vida de las personas que comparten una 
comunidad política.

Como si esto fuera poco, en un sinfín de ocasiones parecería 
que la irrupción de las transformaciones técnicas y tecnológicas 
no ha influido de manera determinante en el campo de la ense-
ñanza del Derecho. De tal modo que antes que aprovechar estas 
condiciones para generar una educación más inclusiva o de corte 
democratizador, un importante número de juristas rehúyen a ac-
tualizar sus contenidos y obvian de manera consciente los cam-
bios que están sucediendo más allá de su campo de estudio.

Así, la formación de los operadores jurídicos desaprovecha 
la oportunidad de aprender a pensar en el devenir de los seres 
humanos como colectividad, desconociendo su composición y 
estructura para dejar pasar una oportunidad directa en la inci-
dencia de políticas públicas de nuestras naciones.67 Al momento 
en que la educación se encuentra menos referida al futuro que 
al presente, el dinamismo de los tiempos que corren hará que su 
carácter social se vaya extraviando entre los ímpetus instrumen-
talistas del mercado.

Porque ese es el mayor problema de no atender la enseñanza 
del Derecho hoy en día. Tal vez, triste y lamentablemente, duran-
te mucho tiempo esta pudo subsistir y sortear distintas épocas a 
través de una actividad descriptiva enfocada en la memorización 
de normas, la contemplación de los juristas como meros autóma-
tas, y el evitar a toda costa la discusión crítica, la investigación 
empírica y la búsqueda por conseguir determinados ideales de 
justicia en la práctica.

No obstante, ante un escenario como el referido a lo largo de 
esta obra, cuando el rezago del Derecho respecto de la realidad 
ha tenido graves efectos sociales, no cabe la menor duda de que 
su enseñanza se ha visto aún más afectada —generándose por 
ende un doble rezago—, ya que, simple y sencillamente, parece-
ría que las transformaciones contemporáneas no solo es que sean 
ignoradas por muchos de quienes enseñan Derecho sino que se 

67	 Véase Böhmer, Martín, “Introducción”, en Martín Böhmer (comp.), La 
enseñanza del derecho y el ejercicio de la abogacía, Barcelona, Gedisa, 1999, 
p. 13.
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alega su imposibilidad para encontrar cabida dentro de los res-
pectivos programas de estudio.

Quizá esa óptica tan estrecha respecto a la formación de los 
operadores jurídicos es lo que no permite avanzar una discusión 
mucho más integral y de largo aliento que, antes que proponer 
soluciones para salir del paso en lo inmediato, puedan generar 
condiciones en el gremio para afrontar cualquier fenómeno 
emergente que se llegue a presentar. Porque la premura y liqui-
dez de los tiempos actuales exigirían una incesante reformula-
ción de contenidos que en la práctica se torna irrealizable.

Como bien ha escrito el profesor Francisco Laporta: 

Los planes de estudio pueden cambiar muchísimo sin que por ello 
cambie casi nada la enseñanza del derecho. De hecho, esto ha ocu-
rrido históricamente con cierta frecuencia. A pesar de la nueva de-
nominación de las materias, se procede a enseñar el derecho exac-
tamente igual que antes. Lamento tener que decir, además, que si la 
competencia del profesorado para reflexionar sobre la enseñanza 
del derecho es la misma que tiene para llevar a cabo reformas en los 
planes de estudio el panorama no puede ser más desolador.68

En este sentido, no resulta casual que, cuando se trata de 
enseñanza jurídica, lo más común —aunque no siempre eficaz— 
sea abordarla desde una perspectiva expositiva, experiencial, 
intuitiva o fragmentada. Se confía así en la buena voluntad de 
los actores involucrados y se asume que un campo tan particu-
lar y heterogéneo difícilmente puede resolverse con soluciones 
generales. Ello refleja, en última instancia, “un desinterés de la 
cultura jurídica por una aproximación sociológica al funciona-
miento concreto de la justicia y a los problemas generados por 
la organización judicial y sobreabundacia de las profesiones fo-
renses”.69 

68	 Laporta, Francisco, “A modo de introducción: la naturaleza de las reflexio-
nes sobre la enseñanza del derecho”, Anuario de la Facultad de Derecho de la 
Universidad Autónoma de Madrid, vol. 6, 2002, p. 13.

69	 Ferrajoli, Luigi, “Sobre la deontología profesional de los abogados”, en Gar-
cía Pascual, Cristina (coord.), El buen jurista. Deontología del derecho, Va-
lencia, Tirant lo Blanch, 2013, pp. 204 y 205.
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Esta visión encuentra consonancia con lo que advertía Hé-
ctor Fix-Fierro desde inicios del presente siglo70 respecto a las 
pocas obras monográficas de corte académico que existen sobre 
el tema en la región,71 así como con la dispersa y escasamente sis-

70	 Fix-Fierro, Héctor, “Presentación”, en id. (ed.), Del gobierno de los aboga-
dos al imperio de las leyes. Estudios sociojurídicos sobre educación y profesión 
jurídicas en el México contemporáneo, México, UNAM, 2006, pp. IX - XIII.

71	 Vale la pena destacar que ante la excepcionalidad de libros específicos so-
bre la formación de los operadores jurídicos, una importante producción 
de artículos de revistas ha venido a colmar dicha laguna. La publicación en 
el otoño de 2003 de “Academia. Revista sobre Enseñanza del Derecho”, edi-
tada por la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires, marca 
un parteaguas por ser comprendida como la primera revista científica en 
español y portugués enfocada de manera exclusiva a asuntos concernientes 
a la educación jurídica; su difusión y eventual consolidación desde inicios 
de este siglo resultan innegables para generar distintos avances en el tema 
a partir de congresos y encuentros periódicos impulsados por una comuni-
dad intelectual con intereses afines. 

	 Siguiendo esa estela, cabe mencionar la creación en 2011 de la línea de 
investigación del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la Universidad 
Nacional Autónoma de México denominada “El Posgrado en Derecho en 
México”, cuyas múltiples actividades con el transcurso de los años decanta-
rían en 2013 con la organización del “Primer Congreso Internacional sobre 
Investigación en Pedagogía y Didáctica del Derecho”, así como la creación 
en 2014 de la Revista de Pedagogía Universitaria y Didáctica del Derecho, 
perteneciente a la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile, sirven a 
manera de ejemplos para evidenciar cómo es que tan solo hasta hace unos 
años tales asuntos fueron cobrando mayor relevancia. 

	 En México, sin duda, el trabajo empírico sobre la materia iniciado (e ince-
santemente actualizado) por Fix-Fierro sirvió para abrir brecha y comen-
zar a pensar este tema de forma sistemática no solo en obras académicas, 
sino también en informes y documentos de trabajo que con el transcurso 
de los años han ido mostrando un panorama más completo al respecto. 
Véase: Pérez Hurtado, Luis Fernando, La futura generación de abogados 
mexicanos. Estudio de las escuelas y los estudiantes de derecho en México, 
México, UNAM y Centro de Estudios sobre la Enseñanza y el Aprendizaje 
del Derecho, 2009; Garza Onofre, Juan Jesús, No estudies derecho, cit.; Ini-
ciativa para el Estado de Derecho de la Asociación de la Barra de los Esta-
dos Unidos (ABA ROLI, por sus siglas en inglés), Índice para la reforma de 
la educación jurídica para México, Washington, United States Agency, 2011; 
Pozas Loyo, Andrea y Ríos Figueroa, Julio, Enderezar el Derecho. Por la re-
gulación de la educación y profesión jurídicas y contra la discriminación por 
género, México, Mexicanos contra la Corrupción y la Impunidad, 2021. Sin 
embargo, la bibliografía sobre la formación de los operadores jurídicos en 
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tematizada literatura especializada para su análisis;72 en palabras 	
de Böhmer: “la enseñanza del derecho y el entrenamiento de los 
abogados son cuestiones que, sorprendentemente, han captado 
en muy escasa medida la atención de quienes piensan el derecho 
y la política en Iberoamérica”.73

Para aquellos que nos dedicamos a la tarea de formar ope-
radores jurídicos resulta un imperativo debatir y posicionar en 
la agenda académica dicha formación. “Las escuelas de Derecho 
no pueden ser neutrales en cuestiones de valores. Su plan de es-
tudios y su cultura institucional influyen inevitablemente en la 
formación de la identidad profesional”.74 En esta área las señales 
de alertas son evidentes desde hace décadas. Queda claro que la 

el país es aún limitada y el tema de las nuevas problemáticas y fenómenos 
emergentes en el actual contexto no ha sido abordado con suficiencia.

72	 “No existe, en la práctica, una línea de investigación en el campo de la 
pedagogía jurídica que muestre rasgos de continuidad en su temática ni 
profundización de los hallazgos de las investigaciones realizadas”. Larrauri 
Torroella, Ramón, “Educación jurídica: conceptualización teórica y episte-
mológica para su conformación como línea de investigación”, Cuadernos de 
Investigación, Universidad Autónoma del Estado de México, vol. 32, 2004, 
p. 10. En ese orden de ideas, no deja de ser peculiar cómo a pesar de la falta 
de arraigo y organización respecto al tema discutido parecería que tanto 
dogmáticos como juristas prácticos de todas las áreas del Derecho en algún 
momento de su desarrollo profesional han esbozado alguna reflexión al 
respecto. Por citar algunos trabajos colectivos que dan prueba de lo dicho, 
véase: Witker, Jorge (comp.), Antología de estudios sobre la enseñanza del 
derecho, México, IIJ-UNAM, 1995; Laporta, Francisco (coord.), La ense-
ñanza del derecho, Madrid, Universidad Autónoma de Madrid, 2003; Macías 
Vázquez, María Carmen y Cienfuegos Salgado, David (coords.), Estudios en 
homenaje a Marcia Muñoz de Alba Medrano. La enseñanza del derecho, Mé-
xico, IIJ-UNAM, 2016; Cáceres Nieto, Enrique (coord.), Pasos hacia una re-
volución en la enseñanza del derecho en el sistema romano-germánico, tomos 
I - VI, México, IIJ-UNAM, 2016; Espaliú Berdud, Carlos, Jiménez–Yáñez, 
Ricardo María y De Miranda Vázquez, Carlos (coords.), ¿Cómo la innova-
ción mejora la calidad de la enseñanza del derecho? Propuestas en un mundo 
global, España, Aranzadi, 2017.

73	 “Digo sorprendentemente porque en esta parte del mundo, y tal vez como 
en ningún otro, son los abogados (y en ocasiones los militares, quienes mu-
chas veces también, son abogados), los que constituyen tradicionalmente la 
clase de los que mandan”. Böhmer, Martín, “Introducción”, cit., pp. 13 y ss.

74	 Rhode, Deborah L., The trouble with lawyers, cit., pp. 132.
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educación sí puede contribuir a que muchos operadores jurídicos 
adquieran consciencia sobre cuáles son los derechos y deberes 
que se pueden asumir y reivindicar, cuáles son las causas que 
impiden que se realicen, cuáles son los mecanismos que existen 
para protegerlos y cómo se activan. Sin embargo, también se es 
realista de sus alcances no tanto para impactar en situaciones es-
tructurales, al menos no en el corto o mediano plazo. Habrá que 
tener cautela y evitar caer en un “utopismo pedagógico” 75 que 
asume a la educación jurídica como la panacea para revertir, por 
sí misma, la realidad en la que se despliega.

De este modo, cobra sentido la formación ética por las posi-
bilidades que encierra la reflexión y el pensar despacio bajo un 
cariz que ayude a la toma de decisiones con un trasfondo axioló-
gico,76 así como también, y quizá sobre todo, en ocasión de que, 
“la deontología no propone los ideales de vida de un profesional 
sino que se limita a establecer qué es lo que, bajo el punto de vista 
moral, las normas sociales y jurídicas reguladoras de la profesión 
deben imponer, es decir: lo que los miembros de un determinado 
grupo profesional deben hacer y no deben hacer cuando ejercen 
esa profesión”.77

Porque, en definitiva, el actual panorama parecería estar os-
cureciendo ciertas cuestiones que la formación filosófica pue-
de y debe iluminar dentro de la práctica jurídica. Estudiar es-
tos temas desde trincheras formales ayudaría a lograr que no 
se pierdan de vista los principios que subyacen al Derecho en 
ocasión de fungir como lugares horizontales de transmisión de 
valores, entre diferentes generaciones de juristas, con espacio 
para la memoria gremial y la autocrítica, donde caben los fra-

75	 Véase Alemany, Macario, Methodological Guide for the Creation of a Protec-
tive Environment for the Rights of the Child, Valencia, Universitat d’Alacant 
y HUMREV Project Erasmus, 2017.

76	 “Para Aristóteles la ética es fundamentalmente una ética de las virtudes. 
Desde su punto de vista, la virtud es una disposición del carácter a actuar 
de cierta manera, que se sitúa entre dos extremos inadecuados”. Alemany, 
Macario, “Una nota sobre la responsabilidad moral individual frente a la 
calamidad del hambre”, Revista OBETS, vol. 7, núm. 1, 2012, p. 28.

77	 Atienza, Manuel, “Entrevista a Liborio Hierro”, Doxa. Cuadernos de Filoso-
fía del Derecho, vol. 45, 2022, p. 659.
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casos y contradicciones de quienes nos precedieron, y también 
la posibilidad de que el estudiantado cuestione, reinterprete y 
resignifique lo heredado.

En este punto, conviene insistir en algo que se suele olvidar: 
un abogado no nace moralmente solvente, sino que se hace; la 
ética no se improvisa, se aprende. Y no se aprende en soledad, ni 
a través de manuales, sino en la deliberación y cerrando brecha 
entre teoría y práctica para ser consecuente. Es aquí donde las 
escuelas de Derecho, adquieren un papel insustituible, incluso 
con todas sus limitaciones,78 pues la Universidad sigue siendo el 
espacio en el que es posible articular esa enseñanza de manera 
pública, colectiva, transparente y deliberada. 

A diferencia de los aprendizajes individuales, la formación 
jurídica institucionalizada ofrece la oportunidad de construir 
un marco común, capaz de trascender diferencias particulares y 
ofrecer parámetros grupales de responsabilidad para identificar 
los conflictos o dilemas éticos que se presentan en la práctica.79 
La ética sirve a la educación jurídica en tanto que “proporciona 
a los estudiantes herramientas para comprender su disciplina y 
encarar las dificultades que tendrán a lo largo de sus trayectorias 
profesionales. En ese sentido, la ética jurídica y la ética profe-
sional, al centrarse en los actores, permiten al estudiante tener 

78	 En un reciente trabajo realizado en coautoría con el profesor Pedro Sala-
zar, a publicarse por el Centro de Estudios Constitucionales de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación y la Universidad Iberoamericana, nos 
encargamos de distinguir distintos espacios temporales en la formación 
de los operadores jurídicos, haciendo notar el proceso educativo como un 
proceso no limitado ni exclusivamente centrado en la educación univer-
sitaria. Allí instamos a replantearse el modo en que se concibe el ejerci-
cio profesional del Derecho, pues si bien la Universidad debe concebirse 
como un punto nodal dentro de un ecosistema educativo más amplio, la 
educación debe ser concebida como un proceso dinámico y continuo, que 
se inserte en la formación profesional permanente, el ejercicio laboral y 
la responsabilidad social de quienes operan dentro del sistema de justicia. 
Véase Salazar Ugarte, Pedro y Garza Onofre, Juan Jesús, “Retos para lograr 
egresadas con perspectiva de derechos humanos”, Ciudad de México (en 
prensa).

79	 Bonilla Maldonado, Daniel, “Educación jurídica e innovación tecnológica: 
un ensayo crítico”, Revista Direito GV,vol. 16, núm. 1, 2020, p. 12.
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una guía en su proceso formativo y profesional, una guía a nivel 
metodológico y a nivel sustantivo, en los medios y en los fines”.80

 No se puede seguir desvinculando la formación de los opera-
dores jurídicos de la concepción que se tenga respecto al propio 
Derecho y su relación con la justicia. Y para ello, una vez que se 
haya tomado en cuenta el actual estado de cosas del que se parte, 
es necesario adoptar una perspectiva prescriptiva en relación al 
futuro de la disciplina, pues la iusfilosofía que aspire a la transfor-
mación social debe orientarse hacia facilitar la resolución de pro-
blemas que se plantean en la producción, interpretación y apli-
cación del Derecho; su valor y utilidad conceptual deben estar 
justamente alineados con objetivos funcionalistas o finalistas.81 

Por eso mismo, no basta con educar para convertirse en los 
mejores expertos en materia jurídica dentro de un mundo en el 
que las problemáticas sociales son generalizadas pero que no a 
todos afectan por igual. Como ha insistido el profesor Witker: “es 
sabido que un alto grado de tecnicismo conceptual puede pro-
ducir una ruptura con la realidad. Se hace necesario incorporar 
al proceso de aprendizaje, el derecho en acción, el derecho tal 
como se da en un contexto social específico”.82

El papel de una teoría consciente de que la mejora de la prác-
tica profesional exige ideas renovadas y en diálogo con otros 
campos del saber resulta fundamental para establecer puentes 
con la cotidianidad de millones de personas. Solo así puede al-
canzarse, en palabras de MacCormick, la capacidad de “reflexio-
nar sobre cuáles son los valores más adecuados para modelar las 
instituciones de las sociedades, los estados y las comunidades in-
ternacionales y supranacionales en las que vivimos”.83

80	 Torres Ortega, Ilsse Carolina, y Gallardo Martínez, Yurixhi, “La enseñanza 
de la ética en las profesiones jurídicas”, Derecho global. Estudios sobre dere-
cho y justicia, vol. 8, núm. 23, 2023, p. 79.

81	 Véase Atienza, Manuel, Filosofía del Derecho y transformación social, cit., pp. 
59 y ss.

82	 Witker, Jorge, Técnicas de la enseñanza del derecho, cuarta edición, México, 
IIJ-UNAM - Editorial PAC, 1985, p. 77.

83	 MacCormick, Neil, “Argumentación e interpretación en el Derecho”, trad. 
de J. L. Fabra y L. S. Guerra, Doxa, vol. 33, 2010, p. 77.
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Y es que no puede perderse de vista que tales reflexiones se 
desarrollan en un escenario marcado por fenómenos emergentes 
que han transformado de manera radical la estructuración y la 
dinámica del fenómeno jurídico. Ello obliga, “a conceder un peso 
cada vez mayor a la dimensión metodológica del Derecho. Lo que 
suele entenderse por teoría del Derecho ofrece al jurista algo así 
como una red conceptual que le permite apresar ordenadamente 
el material jurídico”.84 De ahí la indispensable reflexión sobre la 
justicia en la formación de las futuras generaciones de juristas 
para hacer evidente la importancia que en la actualidad tiene una 
buena comprensión de su entorno. 

Como bien afirma Manuel Atienza,

el filósofo del Derecho es una especie de intermediario entre las 
prácticas y los saberes jurídicos, por un lado, y el resto de las prác-
ticas y de los saberes sociales, por el otro. Debe ser capaz de dar 
una visión totalizadora del fenómeno jurídico que cumpla además 
tanto una función crítica (de supervisión del uso de conceptos y 
métodos) como también de orientación práctica (aunque solo sea 
en un sentido negativo: mostrando lo que no debe ser el Derecho o 
cómo no deben construirse los saberes jurídicos).85 

Y en absoluto se trata de convertir a todos los operadores 
jurídicos en filósofos, ni enfocarse de lleno y exclusivamente en 
el estudio de las teorías que enarbolan dicha disciplina, —esto a 
pesar de que la reflexión en torno a la toma de decisiones sobre 
importantes cuestiones jurídicas ayuda a mejorar el mismo De-
recho y también nuestra sociedad—,86 sino más bien trabajar a 

84	 Atienza, Manuel, “Cinco ideas para la formación del jurista de mediados 
del siglo XXI”, en Eunomía. Revista en Cultura de la Legalidad, vol. 22, 2022, 
p. 376.

85	 Atienza, Manuel, El sentido del Derecho, cit., pp. 261 y 262.
86	 Hace algunos años, y siguiendo esa estela de pensamiento, Rodolfo Váz-

quez puso de manifiesto la necesidad del conocimiento filosófico en la im-
partición de justicia. Por medio de diferentes ejemplos acontecidos en el 
ámbito latinoamericano, este autor materializa la apremiante precisión de 
que las clásicas preguntas formuladas por Dworkin respecto a si los opera-
dores jurídicos deben y pueden ser filósofos sean contestadas en sentido 
afirmativo, “tanto por lo que hace a la clarificación de conceptos, como a la 
necesidad de argumentación para decidir en una pugna de valores”. Véase 
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partir de los conocimientos de esa área del conocimiento en la 
medida en que sea relevantes para la comprensión de la realidad 
y la resolución de problemas sociales. 

Entender al Derecho como una práctica social moralmente 
relevante con potencial transformador debe tender a que la for-
mación de los operadores jurídicos del futuro se enfoque en el 
entrenamiento de “esa forma particular de deliberar, entendien-
do cuestiones básicas de justificación racional, validez moral y 
balance entre las exigencias de la moral ideal y los límites de la 
democracia real”.87

A estas alturas, no puedo más que coincidir con la visión pos-
tulada por el profesor Juan Antonio Pérez Lledó; ya que, de lo 
que se trata, a fin de cuentas, es de:

formar juristas comprometidos con una tarea políticamente crítica 
y transformadora ante las injusticias del presente. Pero tanto esa 
crítica como esa dirección transformadora, constructiva, ha de es-
tar sustentada en valores justificados. Hay que provocar en el estu-
diante, ciertamente, una “actitud” emocional de compromiso hacia 
“la justicia” o hacia ciertos valores: sin esto, sin una educación en 
“sentimientos morales”, nada hay que hacer. Pero hay que dotar 
además a ese estudiante político-moralmente “bienintencionado” 
de una formación “teórica” que, por un lado, lo oriente en la deter-
minación del sentido de su compromiso moral; y que, por otro lado, 
le permita justificar racionalmente, antes que nada ante sí mismo, 
y también ante los demás, las opciones valorativas que él tome.88

Es indispensable entender que la formación de los operado-
res jurídicos ante el panorama que se vislumbra debe guiarse ha-
cia la utilización de sus conocimientos y habilidades conforme a 
criterios morales justificados; es decir, la concepción del Dere-
cho como práctica en el actual contexto “reclama el desarrollo 

Vázquez, Rodolfo, “Jueces, derechos y filosofía”, en Derechos humanos. Una 
lectura liberal igualitaria, México, IIJ-UNAM-ITAM, Centro de Estudios de 
Actualización en Derecho, 2015, pp. 163 y ss.

87	 Böhmer, Martín, “Introducción”, cit., p. 14.
88	 Pérez Lledó, Juan Antonio, “Teoría y práctica en la enseñanza del derecho”, 

Anuario de la Facultad de Derecho de la Universidad Autónoma de Madrid, 
vol. 6, 2002, p. 148.
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de una cultura de las virtudes profesionales de los juristas”,89 y 
ahí, justamente, es donde la educación y la educación en valo-
res pueden resistir la desmoralización que aqueja al Derecho en 
nuestros días.

Tal vez, después de esbozar un panorama tan problemático 
que inevitablemente parecería que conlleva hacia el desencanto, 
a algunos esta alternativa no les parecerá una idea tan radical, o 
acaso nada rupturista. Y, sin embargo, para los tiempos que co-
rren apostar por la formación ética es, paradójicamente, uno de 
los gestos más subversivos frente a la lógica dominante del mer-
cado, la indiferencia institucional y la fascinación acrítica por la 
técnica. Porque en medio de la incertidumbre, insistir en educar 
juristas con convicciones, virtudes y sentido de responsabilidad 
no es un mero retorno a lo básico, antes bien, es una forma de 
sostener viva la promesa de justicia que todavía encierra el de-
recho.

89	 Aguiló Regla, Josep, “Positivismo y Postpositivismo. Dos paradigmas jurí-
dicos en pocas palabras”, cit., p. 675.
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